Désde hace cerca de veinte años Hermógenes 
Pérez de Arce mantiene una columna 
semanal firmada en el diario “El Mercurio”. 
Con un estilo muy personal, argumenta con 
originalidad y franqueza, recordando al 
hacerlo situaciones y hechos que el común 
de los chilenos suele haber olvidado. 
Desde el arresto en Londres del ex Presidente 
Augusto Pinochet, este periodista, abogado 
postitulado en Economía y profesor 
universitario ha concentrado su interés en el 
caso, con una línea, como es su costumbre, 
muy definida. 

Profundamente motivado por el tema y 
convencido de que se trata de un asunto más 
político que judicial, ha trabajado con 
enjundia para reunir antecedentes en ambos 
aspectos, convencido de que, en el primero, 
se ha alterado la verdad histórica: y en el 
segundo se ha faltado gravemente a los 
cánones básicos de la juridicidad, al 
someterse al actual senador chileno a un 
“indebido proceso”. que, precisamente, le 
ha servido para titular esta obra. 
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PRÓLOGO 


El procedimiento abierto a requerimiento del 
abogado español Joan Garcés, ex asesor de Salva- 
dor Allende, ante el juez de instrucción y ex diputa- 
do socialista de igual nacionalidad, Baltasar Gar- 
zón, contra el ex Presidente chileno Augusto 
Pinochet, se aparta de todas las normas del debido 
proceso. 

Si el acusado hubiera sido un particular cual- 
quiera en un país medianamente civilizado, un re- 
curso de hábeas corpus en su favor habría sido rápi- 
damente acogido y él habría obtenido su inmediata 
libertad. 


Pero la izquierda europea ha logrado privar a 


Augusto Pinochet hasta del derecho básico, garan- 
tizado ya hacía casi ochocientos años por la Magna 
Carta, de no ser ilegalmente arrestado. 

Durante cuatro días se le privó de libertad en 
virtud de un requerimiento español que no reunía ni 
siquiera los mínimos requisitos legales. 

Estos fueron subsanados, pero no la completa 
falta de pruebas para someter a proceso a Augusto 
Pinochet. Nadie ha presentado ninguna prueba de 
que él haya cometido alguno de los delitos que se le 
imputa. 

Uno de tales delitos ni siquiera ha existido ni 
ha sido cometido por persona alguna en Chile: el de 
genocidio. La palmaria falsedad de algunas impu- 
taciones discurridas para hacer creer que existió, 
como la de que se persiguió a los judíos y a la mino- 
ría mapuche, ha provocado el airado desmentido de 
los chilenos de la primera de dichas ascendencias y 
ha permitido recordar el público y colectivo agra- 
decimiento que los elementos más representativos 
de la segunda formularon al entonces Presidente 
Pinochet al término de su mandato. 

La defensa del actual senador ante la High 
Court y la Cámara de los Lores, en Londres, se fun- 
dó en su inmunidad como diplomático y ex jefe de 
Estado. No entró a desvirtuar las acusaciones for- 
muladas por la dupla Garcés-Garzón. Pero éstas, 
como sorprendentemente afirmó uno de los Law 
Lords, fueron consideradas como «un telón de fon- 


do», sin reparar en que se trataba sólo de un conjun- 
to de infundios y nada más. Pero en él se basó el 
rechazo de su hábeas corpus, sin que siquiera el acu- 
sado tuviera oportunidad de defenderse de los car- 
gos. 

Más aún, el voto decisivo en la Cámara de los 
Lores fue el de un juez implicado, por estar vincu- 
lado él personalmente, y también su cónyuge, auna 
entidad, Amnesty International, empeñada en opo- 
nerse a la libertad de Augusto Pinochet y que se 
hizo parte en los alegatos. Ese Law Lord era juez y 
parte, y mantuvo ese hecho oculto. Pero el largo 
brazo de la verdad no lo dejó escapar.. 

En definitiva, los siguientes derechos huma- 
nos de Augusto Pinochet han sido conculcados por 
las «justicias» británica y española, con la compli- 
cidad de los Gobiernos de ambos países: 

1) A no ser privado de libertad sin una orden 
legal de arresto. 

2) A que no se le considere culpable de acusa- 
ciones sin ser oída su defensa en el marco de un 
debido proceso. 

3) A no recibir un trato inhumano y degradan- 
te. 

Pues fue arrestado en una intrusión nocturna y 
sorpresiva, en los momentos inmediatos a una do- 
lorosa intervención quirúrgica, quedando privado 
por horas de sedantes y sufriendo intensos dolores. 

4) A ser juzgado por el tribunal que indica la 





ley. 

á El Convenio sobre Genocidio, invocado para 
procesarlo, establece expresamente que el tribunal 
competente es el del lugar donde se cometió el deli- 
to. 

5) A no ser juzgado por leyes penales ex post 
facto, es decir, establecidas con posterioridad a la 
comisión del delito: «nullum crimen, nulla poena, 
sine lege previae», decían ya los romanos. En su 
caso se ha debido conferir retroactividad a la ley 
procesal española y al tratado sobre terrorismo, para 
poder acusarle. 

5) Ano ser juzgado por un hecho que no esté 
establecido en la ley como delito. 

Pues se le procesa como autor de «genocidio» 
por haber supuestamente perseguido a un grupo po- 
lítico, siendo que tal delito está tipificado como la 
persecución de un «grupo nacional, étnico, racial o 
religioso», y no de grupos políticos, pues tal figura 
fue expresamente excluida del Convenio sobre Ge- 
nocidio, a instancias de la Unión Soviética. Es, de- 
cir, se ha incurrido en la aberración jurídica de apli- 
carle la ley penal por analogía, repudiada por una 
doctrina milenaria y por los tratadistas de todas las 
épocas. 

6) A que se respete su derecho al honor. 

Augusto Pinochet ha sido denigrado mundial- 
mente como autor de numerosos crímenes y delitos 
que jamás cometió. 


7) A no ser juzgado por hechos acerca de los 
cuales ya hay cosa juzgada. 

Un autor, Joseph Levine, ha escrito, parodian- 
do a Lincoln: «Se puede engañar a todo el mundo 
todo el tiempo, siempre que se disponga de un pre- 
supuesto suficientemente elevado». La izquierda 
europea ha dispuesto de él y lo ha invertido en el 
«character assassination» de Augusto Pinochet. 

Este libro, fundado en verdades comprobadas, 
pretende ser una defensa frente alas injustas acusa- 
ciones de que se le ha hecho objeto. Está dedicado 
atodos quienes deseen conocer la verdad, pero muy 
en particular a esas personas moralmente íntegras e 
intelectualmente honestas, de las más diversas pos- 
turas ideológicas, que se niegan a condenar a al- 
guien con el solo mérito de los dichos de sus adver- 
sarios y sin haberle dado la oportunidad de defen- ... 


derse. 
El autor. 











I. EL CONTEXTO HISTÓRICO 


El juicio contra Augusto Pinochet en Inglate- 
rra se desarrolla fuera del contexto histórico de los 
hechos que lo motivan. La comunidad jurídica siem- 
pre ha considerado profundamente injusto juzgar 
una época aplicándole los patrones morales de otra. 
Por ésa, entre otras razones, existe universalmente 
la prescripción, a través de la cual el transcurso del 
tiempo extingue las responsabilidades. 

Hace un cuarto de siglo el mundo vivía bajo la 
llamada «Guerra Fría». La posibilidad de un con- 
flicto bélico global no estaba ausente. La exporta- 
- ción de la guerrilla y el terrorismo desde Cuba al 
resto de América era una constante de la conviven- 
cia hemisférica. Hacía pocos años el «Che» Guevara 
había fracasado y muerto tras su incursión guerri- 
llera a Bolivia. Un gran desembarco de armas 
extremistas había sido descubierto y frustrado en 
Venezuela. Castro hablaba de que los Andes se con- 
vertirían en «la Sierra Maestra de Sudamérica». Los 
MLN-Tupamaros uruguayos, los ERP-Montoneros 
argentinos y los Miristas chilenos actuaban 
asociadamente, bajo la batuta cubana, poniendo a 
prueba a las fuerzas armadas regulares de sus res- 
pectivos países. 

El movimiento en pro de los derechos huma- 
nos era incipiente y su actividad casi nula. Ningún 
país manifestaba demasiado interés en el tema. En 


un Chile que era menos desarrollado y con menos 
preocupación por esa materia, como lo demostraré 
más adelante, tampoco los derechos humanos eran 
una prioridad. La porpia democracia no estaba de 
moda para las corrientes «progresistas»: era, para 
ellas, el idioma que hablaban los norteamericanos. 
Y éstos eran «imperialistas» y defendían la «demo- 
cracia burguesa», un sistema que iba a ser superado 
por las grandes utopías: el «socialismo con rostro 
humano» y, en Chile, la revolución «con sabor a 
empanadas y vino tinto». 


El Boomerang Soviético 

Cuando los militares depusieron a Salvador 
Allende, obedeciendo a un clamor popular mayorl- 
tario, incluso reconocido por sectores políticos que 
posteriormente fueron adversarios de ellos, en la 
Unión Soviética Leonid Brezhnev pronunció su fa- 
moso anatema: «Nunca más otro Chile». 

Todo el poderío propagandístico de la URSS, 
a través de sus «compañeros de ruta», de los que los 
comunistas siempre llamaron «tontos útiles», de sus 
organismos de fachada y de sus «frentes por la paz 
y la amistad», concentraron sus fuegos sobre Chile. 

El «leit motiv» de la campaña fue «el atrope- 
llo a los derechos humanos» por los militares. Año 
tras año la URSS conseguía que la Comisión de 
Derechos Humanos de la ONU aprobara votos con- 
tra Chile, Pero paulatinamente comenzaron a alzar- 


se voces que preguntaban: «¿Y cómo está la situa- 
ción de los derechos humanos en la propia URSS)», 
«Si uno tiene tejado de vidrio, no debe lanzar 
piedras al de su vecino». La presión desatada pra 
hacer respetar los derechos humanos, que no bus- 
caba tanto esto último, puesto que la propia URSS 
no los respetaba, sino que perseguía aislar al Go- 
bierno Militar chileno, terminó volviéndose contra 
su gestora. Los soviéticos debieron allanarse a sus- 
cribir los acuerdos de Helsinki sobre el tema y 
Gorbachov se vio precisado a consagrar la 
«perestroika» (reformas liberalizadoras) y la 
- «glasnost» (transparencia informativa). 
Pero si hay un sistema que no puede funcionar 


"con pleno respeto a las libertades individuales y 





plena información es el socialismo marxista. A los 
pocos años se desintegró la URSS, cayeron casi 
todos los gobiernos comunistas y, simbólicamente, 
fue destruido el muro de Berlín. 

Al mismo tiempo, los chilenos votaban de 
acuerdo al itinerario democrático diseñado desde 
los primeros años del Gobierno Militar, estudiado 
por el Consejo de Estado y aprobado por una ma- 
yoría popular en 1980, Este contemplaba una tran- 
sición de ocho años, que culminaría en el plebisci- 
to de 1988 y, si en él era derrotado el candidato 
propuesto por el Gobierno Militar, habría una elec- 
ción abierta en 1989. Todo eso se cumplió. 

El tema de los derechos humanos, elevado a 


«leit motiv» internacional por Leonid Brezhnev para 
aislar y destruir al Gobierno Militar chileno, no al- 
teró ni siquiera en una coma el itinerario diseñado 
por ese Gobierno para transitar a la democracia y, 
en cambio, provocó el colpaso del socialismo-mar- 
xista. 

Este jamás perdonará tal cosa a Pinochet. 

He ahí «la madre del cordero». 


La Venganza Marxista 

Un marxista español, Joan Garcés, quien fue- 
ra estrecho colaborador de Salvador Allende, pa- 
cientemente fabricó un caso judicial contra la Junta 
Militar chilena, reescribiendo la historia a su ama- h 


ño y adaptando los hechos a su conveniencia. Para MM 


ello se aprovechó de la gigantesca red de 
desinformación mundial acerca de Chile que había 
tendido la URSS. 

Para consumar su venganza sólo requería de 
un juez afín a sus ideas y que no se apegara dema- 
siado ala juridicidad. Debía ser capaz de adaptarla 
a fin de someter a proceso al Gobierno Militar chi- 
leno. 

Garcés finalmente encontró al hombre indica- 
do. Su nombre es Baltasar Garzón. Entre ambos ela- 
boraron una versión tal de los acontecimientos chi- 
lenos del periodo 197 3 - 1990 que fuera susceptible 
de adaptarse a un tipo delictual de la competencia 
de los tribunales españoles. No importaba que ese 
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espondiera a conducta real alguna 


tipo penal no corr cti 
del Gobierno Militar. Mediante la dialéctica se pro- 


ponían torturar a los hechos hasta hacerlos decir lo 
que ellos deseaban que dijeran. Y hasta ahora lo han 
logrado. 

Pero, como decía su mentor Lenin, los hechos 
son porfiados. Tal como la campaña contra Chile, 
fundada en los derechos humanos, Se volvió en con- 
tra de sus autores, la dupla Garcés- Garzón ha abier- 
to una inmejorable oportunidad de dar a conocer 
mundialmente la verdad histórica de lo sucedido en 


Chile entre 1970 y 1990. 
Queremos aportar un grano de arena a esa ta- 


rea. 
Comencemos por el principio. 


Un Clamor General 
En septiembre de 1973 Chile había llegado a 


una situación insostenible de caos económico, 
armamentismo ilegal, atropellos a la ley y la Cons- 
titución por parte del Gobierno de Salvador Allen- 
de y justos temores de la mayoría democrática -el 
Gobierno era minoría- en el sentido de que las co- 
lectividades marxista-leninistas pretendían perpe- 
tuarse en el poder. 

En esa época -julio de 1973- el autor de este 
libro era diputado por el Partido Nacional, y fue 
entrevistado por un periodista francés, llamado 
Jacques Hussenet, del diario «L'Aurore» de Paris, 4 


quien asesoraba en Chile la periodista Rocío Matte. 

Tomando té con tostadas en la terraza del anti- 
guo Hotel Carrera de Santiago, Hussenet sorpren- 
dió a su entrevistado con una revelación: una im- 
portante parlamentaria socialista con quien también 
había conversado ese día le había asegurado que no 
volvería a haber elecciones pluripartidistas en Chi- 
le, porque estaba en marcha una revolución para es- 
tablecer un régimen socialista al estilo de las «de- 
mocracias populares». 

Pero ese testimonio no tiene por qué ser con- 
vincente para lectores que exigen pruebas objeti- 
vas. Por consiguiente, me remitiré exclusivamente 
en lo que sigue a los de personas alejadas del Go- 
bierno Militar que asumió en 1973 y, preferente- 
mente, a los de quienes fueron sus adversarios. 


La Convocatoria de los Diputados 

Desde luego, el 22 de agosto de 1973 la Cá- 
mara de Diputados, con los solos votos en contra de 
los parlamentarios marxista-leninistas, y con el res- 
paldo de los partidos Demócrata Cristiano, Nacio- 
nal, Democracia Radical y de Izquierda Radical, 
representativos del 57 por ciento del electorado chi- 
leno, aprobó un acuerdo que acusó al gobierno de 
Salvador Allende de atropellos reiterados ala Cons- 
titución y las leyes, entre ellos detenciones ilegales 
y torturas de opositores políticos, permitiendo la 





formación de «grupos armados que están destina- 
dos a enfrentarse a las Fuerzas Armadas»; forma- 
ción de organismos destinados a crear «el mal lla- 
mado poder popular, cuyo fin es sustituir a los po- 
deres legítimamente constituidos y servir de base a 
la dictadura totalitaria»; atentados contra las liber- 
tades de prensa y enseñanza y contra el derecho de 
propiedad, e incluso intentos de dificultar mediante 
arbitrios ilegales la garantía constitucional que per- 
mitía a los ciudadanos salir del país (1). 

Tras este recuento la Cámara concluía formu- 
lando un llamado a las Fuerzas Armadas «a poner 
inmediato término a todas las situaciones de hecho 
referidas, que infringen la Constitución y las leyes». 

La naturaleza de ese llamado no escapó al en- 
tonces presidente Salvador Allende, quien replicó 
expresando: 

«En el día de anteayer, los diputados de oposi- 
ción han exhortado formalmente a las Fuerzas Ar- 
madas y Carabineros a que adopten una posición 
deliberante frente al Ejecutivo» (2). 


Los Jueces Acusan 

La Corte Suprema también representó al Po- 
der Ejecutivo el atropello que hacía de sus atribu- 
ciones, al impedir «en desmedro del imperio de los 
fallos judiciales, el cumplimiento de éstos» (3). 

El Intendente de Santiago llegó a afirmar que 
«habría que asaltar los Tribunales y masacrar a to- 


dos esos viejos momios» (4). Ello se sumó a nume- 

rosos vejámenes inferidos a los jueces por parte de 

elementos de Gobierno, incluso agresiones por in- 
tegrantes de milicias armadas (5). 


Voz Senatorial Representativa 

El senador demócratacristiano Andrés 
Zaldívar, hoy Presidente del Senado y candidato pre- 
sidencial de su partido, declaraba a la revista «Qué 
Pasa» del 23 de agosto de 1973, refiriéndose a las 
Fuerzas Armadas: «Creo que son las grandes reser- 
vas morales de nuestro país y pueden ser ellas quie- +, 
nes en un momento dado estén llamadas a solucio- 
nar las cosas aquí. En eso no hay que tener tapujos 
y lo demás es ser un hipócrita» (6). 


Renuencia de las Fuerzas Armadas 

Los uniformados chilenos tenían una tradición 
de no deliberancia política que había sido manteni- 
da por décadas, desde que en 1931 un gobernante 
militar había sido derrocado. 

Por consiguiente, se mostraban reacios a in- 
tervenir, como les demandaba la mayoría. 

El Ejército, en particular, la rama más antigua 
y poderosa, sustentaba la «doctrina Schneider», que 
establecía un pleno apego a la constitucionalidad 
en todos los actos de los uniformados. 

Ya en noviembre de 1972 el entonces senador 
Patricio Aylwin había expuesto una tesis sobre el 








rol constitucional de las Fuerzas Armadas que el 
Comandante en Jefe del Ejército de la época, Car- 
los Prats, integrante por esos días de uno de los ga- 
binetes de Allende, se había sentido en la necesidad 
de rectificar, replicándole: 

«No corresponde al Ejército, como tal, califi- 
car de por sí si determinadas órdenes o decisiones 
del Ejecutivo son ilegales...» (7). 

La tesis de Aylwin había sido que, frente a la 
inconstitucionalidad reiterada, la «doctrina 
Schneider» de apego a la Constitución exigía, pre- 
cisamente, hacer respetar el texto fundamental. 
Doctrina que, por cierto, rozaba la deliberancia uni- 
formada. Y eso fue lo que quiso rechazar la réplica 
de Prats. 

Pero llegó un momento en que hubo manifes- 
taciones mucho más explícitas de la civilidad para 
obligar a los militares a intervenir. 

Estas llegaron alos propios hogares de los uni- 
formados. El 21 de agosto de 1973 trescientas es- 
posas de oficiales en servicio activo se presentaron 
ante la casa del Comandante en Jefe del Ejército, el 
ya nombrado general Carlos Prats, para entregar una 
carta en que le expresaban su angustia por la situa- 
ción sin salida que vivía el país. 

Fueron, sin embargo, reprimidas por las fuer- 
zas policiales, a las cuales se enfrentaron son singu- 
lar fiereza (8). 

Pero dos días después debió presentar su re- 


nuncia el Comandante en Jefe del Ejército, general 
Carlos Prats, tras un incidente callejero en que, fue- 
ra de sí, disparó su pistola contra el automóvil de 
una conductora que le hizo un gesto despectivo. Su 
estado emocional se demostró incompatible con el 
ejercicio de su cargo (9). 

Fue reemplazado por el general Augusto 
Pinochet. 


NOTAS DEL CAPÍTULO 1: 


(1) Partes pertinentes del Acuerdo de la Cámara de 
Diputados del 23 de agosto de 1973, reproducido 
enel libro «Antecedentes Histórico-Jurídicos: Años 
1972 1973», Editorial Jurídica de Chile, Santiago, 
1980, p. 143. 

(2) «Antecedentes Histórico-Jurídicos», op. cit., p. 
149, $ 

(3) Partes pertinentes de la exposición del Presidente 
de la Corte Suprema ante el Pleno del Tribunal, de 
fecha 1? de marzo de 1973, reproducido en «Ante- 
cedentes Histórico-Jurídicos...», op. cit., p. 139. 
(4) «Antecedentes Histótico-Jurídicos...», Op. Cit., 
p. 133.. 

(5) «Antecedentes Histórico-Jurídicos...», Op. Cit., 
p. 69. 

(6)Revista Qué Pasa N? 123 de 23 de agosto de 1973, 
p. 37, 

(7) «El Mercurio», sección «Tribuna», 5 de noviem- 
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bre de 1972. 

(8) «El Mercurio», Santiago, crómica de 21 de agos- 
to de 1973. 

(9) «El Mercurio», Santiago, crónica del 23 de agos- 
to de 1973. 





11. DECISIÓN MILITAR 


El 11 de septiembre de 1973 las tres ramas de 
las fuerzas Armadas y el Cuerpo de Carabineros 
derrocaron al Presidente Salvador Allende, quien se 
suicidó en La Moneda. Este último hecho, que la 
«historia oficial» izquierdista se ha negado a acep- 
tar, ha sido reiteradamente testificado por el médi- 
co personal de Allende, el doctor Patricio Guijón 
Klein. Este fue la primera persona que entró al sa- 
lón en que el mandatario se quitó la vida, y alcanzó 
a verlo disparándose en la boca con un fusil ametra- 
lladora que le había sido obsequiado por Fidel Cas- 
tro. 

Este testimonio ha sido aceptado como veridi- 
co en el Informe de la Comisión Nacional de Ver- 
dad y Reconciliación, formada en 1990 por el ex 
Presidente Patricio Aylwin para analizar los atrope- 
llos a los derechos humanos en Chile (en adelante 
en este texto «Informe Rettig», apellido de quien la 
presidió) (1). 

Es decidor que este desenlace, históricamente 
comprobado y recogido por el propio Informe Rettig, 
documento elaborado por un conjunto de personas 
cuya mayoría era de un indiscutible sesgo anti-Go- 
bierno Militar, y que se fundó en testimonios casi 
exclusivamente de opositores a ese Gobierno, sea 
intencionada y reiteradamente ignorado en Europa, 
en cuyos medios de comunicación Allende conti- 
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núa figurando como «asesinado». 
Frutos de la desinformación sistemática. 


Falta de Preparación para Gobernar 

Pocos se han detenido a considerar la falta de 
preparación que las Fuerzas Armadas chilenas y el 
Cuerpo de Carabineros tenían para ejercer las fun- 
ciones de gobierno. 

En algunos aspectos, como el de la represión 
de la amenaza subversiva, que como luego vere- 
mos era esencial, tenían la formación profesional 
propia de soldados, es decir, dirigida a la elimina- 
ción del enemigo a través de la derrota militar en 
combate. 

Por otra parte, como lo prueban diversos testi- 
monios citados más adelante, se estimaba que ha- 
bía en el país un contingente armado ilegal muy 
grande, de diez mil hombres o más, muchos de ellos 
extranjeros. 

Entodo caso, la inexperiencia de gobierno, las 
características propias de la formación militar y los 
variados testimonios de que había un amenaza ar- 
mada clandestina importante condujeron a que la 
respuesta frente al terrorismo y la subversión fuera 
desde el mismo 11 de septiembre muy dura y radi- 
cal, con miras a la eliminación del ejército adversa- 
rio. 

No había en esto predisposición especial con- 
tra grupo alguno «nacional, étnico, racial o religio- 
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so». Ni siquiera político. Simplemente, se trataba 
de derrotar alos irregulares armados. 

Obviamente, se sabía que no podían menos de 
pertenecer a los grupos y partidos que públicamen- 
te se habían manifestado por la lucha armada. Pero 
la acción no estaba dirigida contra la doctrina eco- 
nómico-social de esos partidos, sino contra su dis- 
posición a usar las armas para someter al resto de 
los ciudadanos y convertir la democracia chilena en 
un régimen totalitario de corte marxista-leninista. 

Posteriormente se ha debatido mucho acerca 
de si existió o no en Chile una guerra. 

Más importante que eso, para los efectos de 
un juicio justo, es determinar si verosímilmente se 
creía o no en 1973 que se enfrentaba un desafío ar- 
mado importante, capaz de poner en jaque a las 
Fuerzas Armadas y Carabineros. 

Debe tenerse en cuenta eso para juzgar la for- 
ma cómo en sus inicios el Gobierno Militar enfren- 
tó los problemas del terrorismo y la subversión. 


Bandos de la Junta Militar 

Los Bandos iniciales de la Junta de Gobierno, 
a partir del mismo 11 de septiembre de 1973, ad- 
vertían ala población que la resistencia armada ten- 
dría una severa réplica. Ya el Bando N? 1 expresaba 
que «cualquier acto de sabotaje será sancionado en 


la forma más drástica en el lugar mismo de los he- 
chos». 
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Los sucesivos bandos de ese día y los siguien. 
tes siguieron reiterando la necesidad de entregar las 
armas. Se dictaron diecisiete el 11 de septiembre, 
día en que murieron 30 uniformados y 18 resulta- 
ron heridos por las balas de extremistas (2). 

Al día siguiente, 12 de septiembre, se dictó el 
Bando N? 25, que fue el más severo, y que en dos 
de sus disposiciones advertía: 

«1?.- Se otorga un plazo hasta las 15 horas de 
hoy, miércoles 12 de septiembre, para que todas 
aquellas personas o grupos de personas que estén 
oponiendo resistencia armada al nuevo Gobierno de 
los chilenos depongan su actitud y entreguen sus 
armas alos representantes de las FF. AA. y Carabi- 
neros. 

«2”.- Todas aquellas personas que insistan en 
la actitud suicida e irresponsable antes señalada se- 
rán objeto de un ataque definitivo por parte de los 
efectivos de las FF. AA. y de Carabineros. Los que 
sean tomados prisioneros, serán fusilados en el 
acto». 

El carácter draconiano de estas advertencias 
perseguía que se pusiera término cuanto antes al 
enfrentamiento interno, pero también obedecía a la 
convicción, ampliamente compartida entonces, de 
que las fuerzas armadas clandestinas eran muy nu- 
merosas y estaban integradas por muchos extranje- 
ros ingresados ilegalmente al país, cuyo número se 
estimaba, según un informe de un organismo de la 


1) 
to 


OEA emitido en 1974, en doce mil o más. 

El mismo informe hablaba de «la masa de gue- 
rrilleros perseguidos en otros países e ingresados 
de esa forma a este país andino, para evadir la mano 
de la justicia, lo que también se puede apreciar al 
apreciar la forma, cantidades y países donde más 
tarde se asilaron» (3). 

Pocos días antes un Teniente de Ejército, 
Héctor Lacrampette, había sido asesinado de ma- 
nera inconsulta en una calle de Santiago por un ex- 
tremista mexicano, de nombre Jorge Albino Sosa 
Gil, quien se encontraba ilegalmente en Chile, pero 
había encontrado ocupación en una industria, 
Indugás, incautada por el Gobierno (4). 

Irónicamente, Sosa Gil fue favorecido por la 
Ley de Amnistía de 1978, tan criticada por los ad- 
versarios del Gobierno Militar en Chile y el exte- 
rior, y a la cual se dedica el último capítulo de este 
libro. Gracias a ese perdón recobró su libertad. 

Tomando nota de la presencia de guerrilleros 
foráneos, ya el Bando N?3 había advertido a la po- 
blación del peligro de «dejarse llevar por incitacio- 
nes a la violencia de activistas nacionales o extran- 
jeros» (5), 

Lo anterior se expone para situar al lector de nues- 
tro tiempo en el clima que se vivía en Chile hace un 
cuarto desiglo, cuando se produjo el Pronunciamiento 
Militar, elemento indispensable para juzgar con objett- 
vidad los hechos a que este último dio lugar. 
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NOTAS DEL CAPÍTULO ll: 


(1) Versión del suicidio de Allende, sin el detalle 
del regalo de Fidel, en «Informe de la Comisión de 
Verdad y Reconciliación», en adelante «Informe 
Rettig», edición del diario «La Nación», de Santia- 
go, del 5 de marzo de 1991, página 28. 

(2) Número de bajas en «Presentación del Ejército 
de Chile a la Comisión Nacional de Verdad y Re- 
conciliación», Santiago, 1990, tomo IV, p. 113. 

(3) Informe de la Comisión Especial de Consulta 
sobre Seguridad de la Organización de Estados 
. Americanos, de 1974, publicado parcialmente en 
diario «La Segunda» de 13 de julio de 1990, p.16. 
(4) Información de «El Mercurio» de Santiago, del 
* 29 de agosto de 1973. 

(5) Los 25 primeros Bandos de la Junta Militar de 
Gobierno fueron publicados en «El Mercurio» del 
26 de septiembre de 1973, p. 22. 


111. EXISTENCIA DE UNA AMENAZA ARMADA 


La verdad fue que la contundente acción mili- 
tar permitió, tras un breve período de resistencia 
armada del extremismo de izquierda, y con un cos- 
to en vidas de 1.261 personas, entre ellas las de 82 
uniformados, que al terminar 1973 el ejército irre- 
gular pudiera considerarse derrotado, pese a haber 
contado con apoyo cubano (1). 


Tropas Cubanas en Chile 

La prueba de la intervención cubana y de que 
un contingente de esa nacionalidad existió se puede 
encontrar en una públicación de La Habana sobre 
los juicios seguidos muchos años más tarde contra 
diversos altos oficiales del ejército de Castro. Uno 
de ellos, Patricio de la Guardia, se vio sometido al 
siguiente interrogatorio: 

«Mayor Julio González Guethon: ¿Y misiones 
internacionalistas, además de esta de Angola, había 
cumplido otras anteriormente? 

«Patricio de la Guardia Font: Estuve en Chile. 

«Mayor Julio González Guethon: ¿Fue conde- 
corado en aquella oportunidad por alguna razón? 

«Patricio de la Guardia Font: Fui condecorado 
con la Medalla Internacionalista de Primer Grado, 
Porque estaba en Chile al frente de los compañeros 
de Tropas, cuando el golpe de Estado en Chile, y 
cumplí otras operaciones especiales» (2). 
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¿Pensaron los militares cubanos el dolor que 
podrían causar en Chile con sus acciones dirigidas 
a promover una guerra fratricida? ¿Pensaron los 
gobernantes chilenos de la Unidad Popular, con cuya 
complicidad ingresaron tropas extranjeras clandes- 
tinas al país, en el dolor que podrían causar a las 
familias de quienes perecieran en los inevitables 
enfrentamientos con las Fuerzas Armadas chilenas? 
¿De quién es la culpa de lo que sucedió después? 


Reconocimientos Marxistas 

Porlo demás, la importancia del desafío arma- 
do extremista ha sido reconocida por múltiples otras 
fuentes contrarias o ajenas al Gobierno Militar. 

Desde luego, el propio Secretario General del 
Partido Comunista chileno, Luis Corvalán, confesó 
años después que la formación de grupos armados 
clandestinos realmente existió, de parte de su co- 
lectividad, bajo el nombre de «frente militar»: 

«Cuando después de las elecciones de marzo 
de 1973 estaba claro que la reacción buscaría el de- 
rribamiento del gobierno a través del golpe de Esta- 
do, lanzamos la consigna de “no a la guerra civil' y, 
simultáneamente, intensificamos la preparación 
combativa de aquellos militantes que trabajaban en 
el frente militar y los pertrechamos de algún arma- 
mento» (destacado del autor) (3). 

¿Pensó Luis Corvalán en el dolor que podría 
provocar en las familias de las víctimas del enfren- 
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tamiento armado que necesariamente sejba a susci- 
tar, al organizar él una fuerza ilegal y clandestina 
en Chile, que necesariamente en algún momento iba 
a tener que ser reprimida por las Fuerzas Armadas 
del Estao chileno? 

El propio Presidente Salvador Allende, en el 
palacio de La Moneda, se desenvolvía en un entor- 
no mixto entre la ilegalidad encubierta y la subver- 
sión. Hace poco se publicó en el diario esttal «La 
Nación» de Santiago una crónica titulada: «Recuer- 
dan a Caídos del GAP» (Guardia Armada Personal 
de Allende, cuya legalidad fue siempre objetada por 
la oposición democrática a su gobierno). L a 
información expresa: «Por primera vez se dieron a 
conocer sus nombres y sus chapas (alias)» (1). Uno 
de quienes fueran miembros de la GAP, Milton Sil- 
va, refiere, sobre el 11 de septiembre de 1973: 

«En Tomás Moro habíamos como 100 GAP y 
sólo de Cañaveral bajamos 50. Nadie murió ahi. 
Teníamos armas ligeras y unos pocos lanzacohetes. 
Nosotros éramos ilegales, por eso sólo teniamos 
nombres políticos» (destacado del autor) (4). 

Pero en el mundo, y también en Chile, se si- 
gue afirmando que sólo a partir del 11 de septiem- 
bre de 1973 «se quebrantó la legalidad». 

Otras personas también ajenas a los militares, 
atribuyeron granimportancia a la amenaza armada 
ilegal del régimen marxista. 
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Testimonios de Ex-Presidentes 

El ex Presidente demócratacristiano Eduardo 
Frei Montalva, en declaraciones al diario madrile- 
ño ABC, decía lo siguiente: 

«El marxismo, con conocimiento y aprobación 
de Salvador Allende, y acaso por instigación de Sal- 
vador Allende, había introducido en Chile innume- 
rables arsenales, que se guardaban en viviendas, 
oficinas, fábricas, almacenes. El mundo no sabe que 
el marxismo chileno disponía de un armamento su- 
perior en número y calidad al del Ejército. Un ar- 
mamento para más de treinta mil hombres, y el Ejér- 
cito chileno no pasa normalmente de esa cifra. Los 
militares han salvado a Chile y a todos nosotros, 
cuyas vidas no son ciertamente tan importantes 
como la de Chile, pero que son vidas humanas y 
muchas, y todas, amenazadas perentoriamente» (5). 

Quien fuera Presidente de la República entre 
1990 y 1994, Patricio Aylwin, elegido como aban- 
derado de la Concertación por la Democracia, alian- 
za de su partido Demócrata Cristiano con los que 
formaran la Unidad Popular de Salvador Allende, 
fue un ardiente crítico y opositor al gobierno del ex 
Presidente Pinochet, tal como lo había sido al de 
Allende. 

Aylwin, con fecha 24 de septiembre de 1973, 
concedió una entrevista al corresponsal de las agen- 
cias NC News Service, de Washington y Bonn, la 
cual se reprodujo en el diario «La Prensa» de San- 
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tiago el viernes 19 de octubre de 1973, Allí quien 
había senador y presidente del Partido Demócrata 
Cristiano hasta el 11 de septiembre de ese año, de- 
* claraba lo siguiente: 

«La verdad es que la acción de las Fuerzas 
Armadas y del Cuerpo de Carabineros no vino a ser 
sino una medida preventiva que se anticipó a un 
autogolpe de Estado que, con ayuda de milicias ar- 
madas con enorme poder militar de que disponía el 
Gobierno y conla colaboración de no menos de diez 
mil extranjeros que había en este país pretendían o 
habrían consumado una dictadura comunista. Por 
eso, cuando se produjo el pronunciamiento militar 
y se formó la Junta Militar de Gobierno, nosotros 
los demócratacristianos habríamos faltado ala ver- 
dad y habríamos sido inconsecuentes si no hubiéra- 
mos reconocido que la responsabilidad fundamen- 
tal de lo ocurrido proviene de la acción del Gobier- 
no dela Unidad Popular y que las Fuerzas Armadas 
no buscaron esto, sino que actuaron por patriotis- 
mo, con un sentido de responsabilidad frente al des- 
tino histórico de Chile y que nosotros hacemos fe 
en la disposición que han expresado de que, resta- 
blecida la normalidad, ellas devolverán el poder al 
pueblo, para que éste democráticamente escoja a sus 
autoridades». 

- Más adelante, en la misma entrevista, Aylwin 
señalaba: «Es muy fácil convertirse enjuez de otros 
queestán peleando, mientras uno está cómodamen- 











te sentado en el escritorio. Yo no me siento con au- 
toridad moral para juzgar si han sido excesivos o 
no, porque lo cierto es que los militares han tenido 
muchas bajas y han recibido la acción. No tengo 
una cuantificación, yo creo que hay más muertos de 
los que se ha dicho, pero al mismo tiempo tengo 
otra cosa clara: que la versión que se ha dado en el 
extranjero es tremendamente exagerada. Cuando se 
habla de los muertos flotando en el río Mapocho. 
Cuando se habla de los varios cientos de miles o 
decenas de miles de muertos y heridos y prisione- 
ros, es una exageración manifiesta». 


Fuerzas de Combate de la Izquierda 

Con todo, es efectivo que en el enfrentamiento 
con el extremismo armado el mayor número de ba- 
jas se concentró en tres grupos políticos que lo 
prohijaban: el Partido Comunista, el Partido Socia- 
lista y el Movimiento de Izquierda Revolucionaria 
(MIR), como luego se verá en detalle. 

Pero si las muertes se concentraron relativa- 
mente en esos tres grupos, ello se debió exclusiva- 
mente al compromiso confeso de cada uno de los 
mismos con la subversión armada y el terrorismo. 

Hemos visto más arriba las declaraciones del 
jefe comunista Luis Corvalán acerca de la distribu- 
ción de armas en 1973 a gente de su partido. Esa 


confesión es prueba más que suficiente del 
armamentismo comunista. 
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Pero hay otras. El ex dirigente, hoy fallecido, 
del Partido Comunista, y también ex Ministro del 
Gobierno de la Unidad Popular, Orlando Millas, 
escribió en sus «Memorias 1957 - 1991» lo siguien- 
te: 

«XXXIV. Muchachos con Pasta de Héroes. 
Nos reunimos en Moscú, en 1974, los miembros de 
la Comisión Política del Partido que estábamos en 
el exilio, o sea, los titulares Volodia Teitelboim, 
Gladys Marín y yo y el suplente Manuel Cantero. ... 
Fue en esa oportunidad cuando supe del acuerdo a 
que habían llegado en La Habana dirigentes de los -* 
respectivos partidos, para que contingentes de mili-  : 
tantes comunistas chilenos fuesen aceptados como * 
alumnos en calidad de cadetes de la Escuela Militar ** 
de Cuba... Más tarde conocí alos muchachos, flor y + 
nata de nuestra gente, de condiciones personales »- 
superlativas. Se reclutó para esta tarea alo mejor de ¡ Y 
lo mejor de la nueva generación del exilio... Un re- * 
gusto amargo me hace sentir que los condujimos a 
quemarse en Chile en batallas imposibles... En el 
curso de sus hazañas surgieron situaciones encon- 
tradas, distintas tensiones y criterios dispares; pero 
quienes menos derecho tenemos a criticarlos somos 
los que asumimos la responsabilidad, estremecedora, 
de plantearles, siendo adolescentes, que el camino 
para ser dignos de su pueblo debería recorrerse 
empuñando las armas»(6). 





31 





. 5 : 
acia a 


Socialistas por la Lucha Armada 

El Partido Socialista, por su parte, había :adop- 
tado años antes de 1973, en 1965 y 1967, explícitos 
acuerdos sobre la necesidad de implementar la lu- 
cha armada. 

En el Congreso General del PS realizado en la 
ciudad de Chillán, en 1967, se aprobó «por la una- 
nimidad de sus integrantes», un voto que señala: 

«1.- El PS, como organización marxista-leni- 
nista, plantea la toma del poder como objetivo es- 
tratégico a cumplir por esta generación, para ins- 
taurar un estado revolucionario que libere a Chile 
de la dependencia y del retraso económico y cultu- 
ral e inicie la construcción del socialismo. 2.- La 
violencia revolucionaria es inevitable y legítima. 
Constituye la única que conduce a la toma del po- 
der político y económico, y a su ulterior defensa y 
fortalecimiento. Sólo destruyendo el aparato buro- 
crático y militar del Estado burqués, puede consoli- 
darse la revolución socialista. 3.- Las formas pací- 
ficas O legales de lucha... no conducen por sí mis- 
mas al poder. El PS las considera como instrumen- 
tos limitados de acción, incorporados al proceso 
político que nos lleva a la lucha armada» (7). 

Esta línea no sólo fue mantenida después de 
1967, sino confirmada en el Congreso del Partido 
de 1971, en La Serena, estando ya «en el poder con 
la Unidad Popular, eligiendo entonces una mayoría 
del Comité Central y un Secretario General que 


creían firmemente en la inevitabilidad del enfrenta- 
miento armado» (8). 

¿Pensaron los socialistas en el dolor de las fa- 
milias de los caídos que necesariamente iba a pro- 
vocar la violencia que prohijaban? ¿No merecen 
mejor el calificativo de «asesinos» quienes arman a 
jóvenes inexpertos para enfrentarse al ejército 
institucional, que los miembros de éste que, por 
obligación profesional, reprimen a un ejército irre- 
gular? 

El Movimiento de Izquierda Revolucionaria 
(MIR), por su parte, afín al PS, no practicaba en 
absoluto la vía pacífica, sino sólo la violenta y ar- 
mada. E 

Si bien el 11 de septiembre sus efectivos lu- 


charon limitadamente, la propia izquierda reconoce . $ 


que contaba con un armamento poderoso: sien esa 
fecha se retiró sin luchar, posiblemente lo hizo re- 
servándose para una guerra subversiva y terrorista 
posterior y más prolongada. 

El dirigente socialista Oscar Waiss ha aseve- 
rado, permitiendo corroborar el compromiso arma- 
do del grupo: 

«El MIR, provisto de un armamento bastante 
sólido, evidenció su debilidad orgánica, retirándose 
(el 11 de septiembre) sin intentar atrincherarse en 
los cordones industriales como estaba previsto 

- (negrilla del autor). La estridencia revolucionaria 
- se derrumbó como un castillo de naipes (9). 





Planes Preconcebidos 

Nótese que «estaba previsto» el atrinchera. 
miento en los llamados «cordones populares», La 
izquierda chilena ha negado que hubiera existido - 
de su parte un plan militar clandestino. 

Los militares lo reprodujeron en su primer tex- 
to, inmediato al 11 de septiembre de 1973, encarga- 
do a dos distinguidos historiadores y juristas, el 
«Libro Blanco de la Intervención Militar en Chile» 
(10). 

Asimismo, un distinguido periodista 
demócratacristiano, Ricardo Boizard, hizo un aná- 
lisis bastante detenido de los procesos seguidos ante 
los fiscales de la Fuerza Aérea en los primeros años 
- del Gobierno Militar, donde fueron revelados en 


"detalle por los procesados todos los planes para el 





levantamiento organizado por la extrema izquierda 
para primero infiltrar, luego neutralizar y finalmen- 
te eliminar los mandos no adictos de la Fuerza Aé- 
rea, con predominante participaciónb del MIR y 


complicidad de algunos oficiales de esa rama arma- 
da (11). 


Contabilidad Militar de Altamirano 

Quien mejor ha resumido la consistencia de la 
amenaza armada ilegal que se había ido constitu- 
yendo bajo la Unidad Popular ha sido el ex senador 
y ex presidente del Partido Socialista durante el re- 
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ferido Gobierno, Carlos Altamirano. En un libro- 
entrevista de la periodista Patricia Politzer, publi- 
cado en 1995, se halla el siguiente diálogo: 

Pregunta la entrevistadora: 

« -¿Cuántos hombres formaban ese 
modestísimo aparato armado del Partido Socialis- 
ta?». 

Responde Altamirano: 

«-Más o menos mil a mil quinientos hombres, 
con armas livianas como se dice en lenguaje mili- 
tar, que jamás podrían enfrentar a un ejército regu- Y 
lar. Mi 

« -Mil hombres no es tan poco. p 

«-No era tan poco si se hubieran coordinado of 
con el aparato militar del MIR, que supuestamente ; 
era bastante más importante que el nuestro, con el 3 
del Partido Comunista, que también era mayor, y e 
con los que tenían el MAPU y la Izquierda Cristia- 
na. Pero ese concierto no se dio, y todo lo que se 
diga en otro sentido es absolutamente falso. 

« -¿De dónde salieron las armas de que dispo- 
nían esos contingentes? 

«-No lo sé con precisión. Tenían muy diver- 
sos orígenes, algunas eran recolectadas dentro dela 
propia población chilena, otras eran compradas, 
otras donadas por diferentes grupos armados de 
América Latina. 

«-Se supone que los cubanos hicieron un apor- 
te significativo. 








« -Seguramente, pero no se lo puedo garanti- 
zar porque yo no era el encargado militar. 

« - ¿Y los soviéticos tuvieron participación en 
ese terreno?. 

« -No. Bueno, mi tendencia es a contestarle 
con un rotundo no, pero en verdad, la relación pri- 
vilegiada con los soviéticos la tenían los comunis- 
tas, ellos podrían responderle» (12). 

Resumiendo los hombres en armas, según 
Altamirano: 

Partido Socialista: 1.000 a 1.500 

MIR: «bastante más importante»: ¿3.000 a 
5.000? 

Partido Comunista: «también era mayor»: 
¿2.000? 

MAPU e Izquierda Cristiana: ¿1.000 en total? 

El cálculo de diez mil hombres, frecuentemente 
aludido, sumado a los «compañeros de Tropa» cu- 
banos y a un número indeterminado de otros ex- 
+> tranjeros, parecía un contingente poderoso. 

En resumen, había tres grupos definidamente 
por la vía armada, ya sea parcial o totalmente entre- 
gados a ella, según sus propios testimonios: el Par- 
tido Comunista, como lo confesó su Secretario Ge- 
neral y lo corroboró su ex parlamentario y alto diri- 
gente Orlando Millas; el Partido Socialista, como 
lo dispuso su Congreso General de 1 967, confirma- 
do ello en el de 1971 y ratificado hace poco por 
quien era su Secretario General en 1973, Carlos 
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Altamirano; y el MIR, dotado, como lo reconoce 
Waiss, de un «sólido armamento» y, según asevera 
Altamirano, con un importante contingente. Y no 
olvidemos que también atribuye un contingente no 
despreciable a la Izquierda Cristiana (!) y al MAPU. 


Injusto Proceso a Posteriori 

Hay, pues, un ingrediente de tremenda injusti- 
ciaenjuzgar, 25 años después, acontecimientos que 
hoy aparecen desprovistos de toda la carga de in- 
certidumbre, temor y odiosidad que existían en Chile 
en 1973. 

El propio Aylwin, muy recientemente, ha pre- 
sentado un nuevo libro suyo, «El Reencuentro de 
los Demócratas», en el cual ha tenido la honestidad 
-porque él mismo ha sido muy duro para juzgar a 
los militares ahora, «cómodamente sentado en el 
escritorio», justamente como recomendaba no ha- 
cerlo en 1973- de recordar una réplica que le for- 
mulara durante los primeros años del Gobierno Mi- 
litar quien fuera Presidente de la Corte Suprema, 
Rafael Retamal, juez que después tuvo fuertes dife- 
rencias con el régimen castrense. Ante el requeri- 
miento de Aylwin en el sentido de que la justicia 
fuera más severa con los excesos represivos de los 
uniformados, refiere que Retamal le replicó:: 

«Mire, Patricio: los extremistas nos iban a 
matar a todos. Ante esta realidad, dejemos que los 
militares hagan la parte sucia, después llegará la hora 
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del derecho» (13). 

Siempre «antes» las cosas son diferentes a. le 
que parecen «después», cuando ya el peligro ha pa- 
sado. Siempre después de los incendios los afecta- 
dos critican los destrozos ocasionados por los bom- 
beros. Un viejo dicho afirma que «después de la 
batalla, todos son generales». 

Hoy correligionarios y familiares de esos 
extremistas acusan de «asesinos» a los militares. 
Pero el entonces ministro de la Corte Suprema y 
posteriormente Presidente de ese tribunal temía que 
los extremistas lo fueran a asesinar a él. ¿Quiénes 
eran, entonces, los asesinos? ¿Los que se armaban 
para matar o quienes los reprimieron, en cumpli- 
miento de la función de impedir que el Estado ca- 
yera en manos del extremismo totalitario? 

Peor aún, en Chile las cosas «después» no sólo 
parecen diferentes: a un cuarto de siglo de distancia 
la amenaza armada de la extrema izquierda simple- 
mente se ha esfumado, ha sido borrada de la histo- 
ria oficial. En Chile se ha olvidado, por unos inten- 
cionadamente, por otros debido a su proverbial mala 
memoria. Y en el extranjero siempre se ha ignora- 
do. 

Ha pasado a prevalecer, pues, la versión 
foránea, que, como la española, nunca tuvo en cuenta 
la amenaza armada de la extrema izquierda gestada 


bajo el Gobierno de Salvador Allende y con su com- 
plicidad, 
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Y eso es tremendamente injusto, porque priva 
a la defensa de Augusto Pinochet y del Gobierno 
Militar frente a las acusaciones que se les formulan, 
de una razón calificada para haber actuado por las 
armas y con dureza. Esa razón fue la de verse obli- 
gados a intervenir en defensa de su propia existen- 
cia como instituciones del Estado, se gún hemos vis- 
to, y de la soberanía de un país amenazado de caer 
bajo un régimen marxista-leninista adscrito a la ór- 


bita soviética. 
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1) Número de caídos en Informe Rettig, Op. cit., 
p.196. Número de caídos uniformados, en «Presen- 


tación del Ejército de Chile ala Comisión Nacional 4 1 
de Verdad y Reconciliación», Santiago, 1990,tomo «HA 


IV, página 457. 

(2) «Vindicación de Cuba 1989», Editorial Política, 
Belascón N? 864, La Habana, Cuba, P. 291. 

(3) Corvalán, Luis: «Informe al Pleno del Comité 
Central del Partido Comunista de 1977. Revista 
«Chile-América», Roma, septiembre-octubre de 
1977. Citado por Cuevas, Gustavo: «Pinochet: Ba- 
lance de una Misión», Editora Arquén, Santiago 
1998, p. 5. 

(4) «La Nación», Santiago, 8 de septiembre de 1997, 
p. 11, 

(5) Cable de la agencia UPI, fechado en Madrid el 


-39 





11 de octubre de 1973, publicado en «El Mercu- 
rio», Santiago, el 12 de octubre de 1973, p, 35. 

(6) Millas, Orlando: «Memorias 1957-1991», Bdi- 
ciones Chile - América, Santiago, 1995, págs. 186 
y 187, 

(7) Jara, Cristián: «El Marxismo y la Crisis de la 
Democracia en Chile», Instituto de Ciencia Política 
de la Universidad de Chile, Santiago, noviembre de 
1991, p. 24. 

(8) Informe Rettig, op. cit., p. 9. 

(9) Waiss, Oscar: «Aprendamos de Nuestros Erro- 
res», Revista Política Internacional, N* 600 y 601, 
abril de 1975, citado por Cristián Jara, en op. cit., 
págs. 92 y 93. 


m»., (10)»Libro Blanco de la Intervención Militar en 





Chile», Editorial Lord Cochrane, Santiago, 1973, 
págs. 114 a 176. 

HA (11) Boizard, Ricardo: «Proceso a una Traición», 
Y Ediciones Encina Ltda., Santiago, 1974. 

(12) Politzer, Patricia: «Altamirano», Ediciones 
Melquíades, Buenos Aires, 1989, p. 33. 

(13) Aylwin, Patricio: «El Reencuentro de los De- 


mócratas», Ediciones Grupo Zeta, Santiago, 1998, 
p. $9. 


40 


IV. LA ACUSACIÓN DE GENOCIDIO 


Justamente la acción antisubversiva del Gobier- 
no Militar ha sido la que ha dado pie para la acusa- 
ción de «genocidio, terrorismo y torturas» contra el 
ex Presidente y actual senador Augusto Pinochet y 
otras 37 personas (entre ellas dos senadores popu- 
larmente elegidos), de parte del juezespañol Baltasar 
Garzón, a instancias, como abogado querellante, de 
quien fuera asesor del Presidente Salvador Allende, 
el activista de izquierda y abogado español Joan 
Garcés. 

Sin embargo, de acuerdo con el artículo 2? del 
Convenio para la Prevención y la Sanción del Deli- 
to de Genocidio de las Naciones Unidas, de 9 de 
diciembre de 1948, en el cual se basa Garzón para 
procesar a Augusto Pinochet, se tipifica como ese 
delito «cualquiera de los actos mencionados a con- 
tinuación, perpetrados con la intención de destruir, 
total o parcialmente, a un grupo nacional, étnico, 
racial o religioso, como tal». 

Luego enumera: matanza de los miembros del 
grupo, lesión grave a la integridad física o mental 
de esos miembros, sometimiento intencional del 
grupo a condiciones de existencia que hayan de aca- 
rrear su destrucción física, total o parcial, medidas 
destinadas a impedir los nacimientos en el seno del 
grupo y traslado por fuerza de niños del grupo a 


otro grupo. 
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La acusación de la dupla Garcés-Garzón, en 
su afiebramiento, sostiene que Augusto Pinochet 
concibió un «plan previamente diseñado de elimi- 
nación selectiva y sistemática de opositores políti- 
cos, segmentos o sectores concretos del grupo na- 
cional chileno, grupos étnicos o religiosos, con el 
fin de eliminar cualquier discrepancia ideológica y 
purificar” el sistema de vida chileno atacando a 
aquellos que difundían posturas políticas socialis- 
tas o comunistas (marxistas), como también a los 
simplemente discrepantes». 


Un «Tirano» Muy Particular 

En los momentos en que se supone todo eso 
de Pinochet, éste había encargado a una comisión 
de juristas la redacción de una nueva Constitución, 
que estableciera en Chile un régimen de libertad y 
pluralismo democráticos. 

Su labor fructificó y se dictó la Carta de 1980, 
que es, precisamente, la que hoy rige al país, tras 
haber sido aprobada por el pueblo, con una mayoría 
de un 67 por ciento, en aquel año, y haber sido re- 
frendada en 1989, tras un acuerdo de reformas en- 
tre el Gobierno Militar y sus opositores de la 
Concertación de Partidos por la Democracia, con 
un 85,7 por ciento de los votos. 

Si algo de todo lo que la imaginación de la 
dupla Garcés-Garzón ha fabulado como política de 
genocidio hubiera existido realmente en Chile, nada 


parece más opuesto a ello que legar al país, como lo 
hizo el Gobierno Militar, el más amplio y perfec- 
cionado sistema de garantías a los derechos de to- 
dos, sin exclusiones, pues tal es el que contiene la 
Constitución vigente. 

Si la meta hubiera sido la de suprimir a toda la 
población de pensamiento de izquierda, ello habría 
implicado la necesidad de eliminar a millones de 
personas. En lugar de haber sido eliminadas, esas 
personas fueron mayoría y ganaron el Gobierno, al 
término del régimen militar. Pues la Concertación 
es una alianza de centro-izquierda. 

Veremos más delante que los muertos con fi- 
liación política conocida de extrema izquierda, se 
subraya el concepto, entre 1973 y 1990, apenas pa- 
saron de mil, incluyendo en esa cifra a aquellas per- 
sonas cuyo paradero se desconoce, pero que con toda 
probabilidad perdieron la vida, en su gran mayoría, 
siendo efectivamente víctimas de atropellos a sus 
derechos humanos. 

Cosa que, según también demostraremos, el 
Gobierno Militar no alentó, sino que procuró evi- 
tar, tras las turbulencias y descontroles iniciales ge- 
nerados por el enfrentamiento de las fuerzas regu- 
lares del Estado con la subversión ilegal. 

Por lo demás, la propia dupla Garcés-Garzón 
reconoce en su requerimiento que «del análisis de 
las actas y trabajos sobre la Convención de 1948 
(sobre genocidio, que es la que le sirve de base para 
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procesar a Pinochet) se deduce claramente que la 
Sexta Comisión encargada de su elaboración exclu- 
yó conscientemente y después de amplio debate a 
los grupos políticos como objeto de genocidio de- 
bido, fundamentalmente, ala oposición de la Unión 
Soviética»(1). 

Pero, evidentemente, para dicha dupla la falta 
de fundamento no es un obstáculo, porque no nos 
hallamos ante una acción jurídica que lo requiera, 
sino ante una estrategia política. Se trata de utilizar 
el Poder Judicial de una nación en connivencia con 
las autoridades políticas de la misma y de otra que 
se preste a la complicidad, en este caso el laboris- 
mo inglés, no para investigar en un debido proceso 
si se ha cometido algún delito, sino para castigar a 
través de un «indebido proceso» al adversario polí- 
tico que triunfó en su país y fue precursor de la de- 
rrota mundial de los socialismos reales.. 

En todo caso, sean cuales fueren los móviles 
de la embestida antijurídica, puede afirmarse cate- 
góricamente: 

17.- Nunca hubo de parte del Gobierno Militar 
chileno pronunciamiento alguno dirigido a la eli- 
minación de algún grupo en razón de su nacionali- 
dad, etnia, raza o religión. 

2”.- Tampoco hubo ni podrá hallarse una ins- 
trucción, directiva u orden de Augusto Pinochet en 
tal sentido, 

3”.- Jamás ninguno de los opositores o adver- 
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sarios del Gobierno Militar tuvo siquiera la ocurren- 
cia de acusarlo formalmente de semejante delito, 
antes de que esa inconsulta estrategia política fuera 
discurrida por la dupla Garcés-Garzón.. 


Función de la DINA 

Si había algo no discutido hasta hoy era que 
los organismos de seguridad que creó ese Gobier- 
no, en particular la Dirección de Inteligencia Na- 
cional (DINA), tenían como misión fundamental 
combatir la subversión armada, cualquiera fuera su 
origen. 

Que lo hubiera hecho mal o bien es otro tema, 
pero lo que nadie osó jamás decir era que hubiera 
existido un plan de exterminio contra determinado 
grupo «nacional, étnico, racial o religioso» y ni si- 
quiera político, en tanto no estuviera actuando en la 
lucha armada. 

Otro «argumento», que se cita sólo a título pin- 
toresco, de la dupla Garcés-Garzón para afirmar la 
existencia de «genocidio», es la muerte, a manos de 
carabineros (policía), el 12 de septiembre de 1973, 
es decir, un día después del pronunciamiento, de 
cuatro indígenas pehuenches en la zona del Alto Bío 
Bío, ¡Un «genocidio» de cuatro personas! 

El general Pinochet, según la referida dupla, 
en los primeros momentos del pronunciamiento 
militar se habría apartado de los afanes de la hora 
para elaborar un plan de exterminio del pueblo 
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pehuenche; se habría comunicado con carabineros 
del lejano Alto Bío Bío para hacerles partícipes de 
ese plan. Y los policías habrían procedido al «exter- 
minio» de cuatro personas bajo sus instrucciones, 
todo ello como una de las preocupaciones básicas 
del conductor del pronunciamiento militar en las 
primeras horas en que éste se materializaba. 

Donde la dupla Garcés-Garzón bordea la su- 
blimidad es cuando afirma, en el requerimiento: 

«La finalidad de dicha acción sistemática es 
conseguir la instauración de un nuevo orden -como 
en Alemania pretendía Hitler- en el que no cabían 
determinadas clases de personas -aquellas que no 
encajaban en el cliché establecido de nacionalidad, 
occidentalidad y moral cristiana occidental.. 

Es decir, debía exterminarse a todos aquellos 
que, según la supuesta jerarquía dominante, no de- 
fendían un concepto de ultranacionalismo de corte 
fascista de la sociedad, obedeciendo a “consignas 
internacionales como el marxismo o el ateísmo» 
(2). 

Esa fantástica deformación de la verdad, -ape- 
nas una más en el requerimiento- describe como 
«concepto ultranacionalista de corte fascista de la 
sociedad» la labor antes referida que condujo a la 
aprobación de la Constitución de 1980, que, como 
dijimos, asegura cual ninguna anterior las garantías 
a las libertades personales y políticas en Chile. 

Bajo la misma, hasta hoy, la democracia del 
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país ha vivido y sigue viviendo su período de ma- 
yor estabilidad y prosperidad desde la Independen- 
cia, Todo esto, como demostración de pluralismo y 
alternancia en el poder, precisamente bajo autorj- 
dades que fueron los adversarios, la Oposición del 
Gobierno que dictó esa Constitución. 


Agradecen su Propio «Genocidio» 

Pero, además, esta acusación de «genocidio» 
contra la etnia mapuche difícilmente se concilia con 
el hecho de que ya a fines del mandato presidencial 
de Pinochet de 1981-1989, para el cual había sido 
designado en votación popular simultánea ala dela 
Constitución, en el plebiscito de 1980; cosa que suele 
olvidarse; y habiendo sido ya derrotado en el ple- 
biscito de 1988 por sus Opositores políticos, la Jun- 
ta General de Caciques mapuches, representativa de 
los 300 mil indígenas del sur de Chile, en la locali- 
dad de Cholchol, es decir, en el corazón de sus tie- 
rras, designó a Augusto Pinochet como «Jefe Máxi- 
mo Conducto y Guía» (Ullmen F'ta Lonko); le otor- 
gó un pergamino firmado donde se consigna que el 
reconocimiento se le confiere «por haberse preocu- 
pado, desde el inicio de su mandato presidencial, 
de que el Pueblo Mapuche recuperara su dignidad y 
recibiera los beneficios sociales y la propiedad de 
su tierra, que históricamente le fue negada» (3). 

Muchos pueblos indígenas de la Tierra desea- 
rían tener en el poder a un «genocida» como ése. 
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Acusación de Antisemitismo 

Pero el afiebramiento político de la dupla 
Garcés-Garzón alcanzó su clímax en la acusación 
de «antisemitismo» formulada contra Augusto 
Pinochet y su gobierno, para reforzar la figura de 
genocidio y, por cierto, horrorizar alos «Law Lords» 
ingleses, cosa que dicha dupla consiguió. 

Por cierto, la comunidad judía chilena se ho- 
rrorizó aún más. Un ex ministro de Pinochet, de esa 
ascendencia, Sergio Melnick, escribió un extenso 
artículo en «El Mercurio» haciendo ver las exce- 
lentes relaciones de la comundiad judía residente 
_ con el ex Presidente, artículo que terminaba así: «Se 
pueden decir muchas cosas del gobierno del gene- 
ral Pinochet, buenas y malas, pero claramente no se 
puede decir que fue un gobierno antisemita. Fue, 
precisamente, ¡al contrario!» (4). 

Incluso el Presidente del Comité Representa- 
tivo de las Entidades Judías en Chile, Elimat Y. 
Jason, ha escrito al propio juez Garzón, señalándo- 
le que el organismo que representa «que reúne a las 
comunidades e instituciones judías del país, expre- 
sa enfáticamente a usted que en el período en refe- 
rencia (durante el régimen militar) el judaísmo chi- 
leno no se vio afectado por manifestaciones 
antisemitas organizadas, pudiendo desarrollar su 
quehacer religioso, cultural y educacional sin con- 
tratiempo» (5). 
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¿Qué confianza puede tenerse en un juez que 
inventa con tal frivolidad hechos inexistentes? ¿O 
que coge con tal irresponsabilidad las afirmaciones 
del abogado de una de las partes? 


Criterios Aberrantes 

Es que la dupla Garcés-Garzón comprendió 
que sólo había una manera de situar las actuaciones 
del Gobierno Militar chileno bajo jurisdicción ex- 
tranjera, de modo que no vaciló en incurrir en lo 
que a todo estudiante del primer curso de Derecho 
Penal se le describe como una aberración jurídica, 
propia de regímenes totalitarios, en la que jamás un 
Jurista deberá caer: aplicar la ley penal por analo- 
gía. 


Garcés-Garzón se habrán dicho, tal como ha- A] 


bría dicho Lenin, «si el Derecho no me sirve para 
condenar a Pinochet, peor para el Derecho». 

Si el conjunto de lo anterior parece increíble, 
más lo resulta el que la Audiencia Nacional de Ma- 
drid haya ratificado unánimemente tal aberración, 
en una pieza memorable, que pasará alos anales de 
la antijuridicidad por el alambicamiento del racio- 
cinio mediante el cual se intenta justificar lo injus- 
tificable y demostrar que donde la Convención de 
1948 dice claramente una cosa, quiso decir exacta- 
mente la contraria. 


Es que la política ha sido más fuerte que el 
Derecho. 
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O el temor lo ha sido: sabemos de la capaci- 
dad que tiene la izquierda mundial para denigrar a 
quienes frustran sus designios. 

Garcés-Garzón y la Audiencia no sólo han 
desoído la referida disposición expresa del Conve- 
nio, sino también su artículo 6”, según el cual: «Las 
personas acusadas de genocidio o de uno cualquie- 
ra de los actos enumerados en el artículo 3* serán 
juzgadas por un tribunal competente del Estado en 
cuyo territorio el acto fue cometido o ante la corte 
penal internacional que sea competente respecto a 
aquellas de las Partes Contratantes que hayan reco- 
nocido su jurisdicción». 

Como la política (o el miedo), pueden más, se 
ha atropellado también ese texto, que confiere com- 
petencia exclusiva alos tribunales chilenos para juz- 
gar cualquier supuesto acto de genocidio que se pre- 
tendiera imputar a Augusto Pinochet, dado que no 
está todavía legalmente establecida una corte inter- 
nacional al efecto. 

Y ésta, en todo caso, no podría tampoco tener 
competencia, porque otro principio ancestral, que 
también ha sido atropellado en este caso, es el de 
que nadie puede ser juzgado por un tribunal que no 
haya sido establecido con anterioridad a la comi- 
sión del delito por el cual se le juzga. 


Un Asesinato Ético 
¿En nombre de qué se falta así a la juridicidad 
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más elemental? Se dice que de la moral. Una parti- 
cular moral muy particular, sin duda, ésta que atro- 
pella normas fundacionales del derecho, que no es 
sino el reflejo de la moral social. 

¿Cómo anda ella en España? 

Un reciente testimonio de la misma lo encon- 
tramos recientemente en un muy leído diario de 
Madrid, en el cual aparece el siguiente paradigma 
moral: 

«Me reafirmo en lo que, para mí, es un postu- 
lado ético previo a cualquier derecho: yo no pido 
para Pinochet un juicio justo. No se Juzga a los dés- 


potas: se les elimina... Toda otra opción es ilusoria: Y 
la legal más que ninguna. ... No, yo no he pedido .-A 
nunca -jamás pediré- para Pinochet un juicio justo. q 

Doce balas en la tripa, sí. O un vuelo angelical alo “Y 


Carrero Blanco». 


Ejemplares apóstoles de los derechos huma- «Pp 


nos. Este se llama Gabriel Albiac y transmite al pú- 
blico sus edificantes reflexiones en el periódico «El 
Mundo» de Madrid (6). 


NOTAS AL CAPÍTULO IV: 


(1) Versión contenida en «Documentos ABCe», 
Madrid, Internet, jueves 12 de noviembre de 1998. 
(2) Ibid. 

(3) Se recordó el episodio en «El Mercurio», San- 
tiago, 14 de noviembre de 1998, p. A-3. 
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4) «El Mercurio», 21 de noviembre de 1998, p. A- 
pa 

(5) Carta publicada en «El Mercurio», el 22 de no- 
viembre de 1998, p. A-2. 

(6) «El Mundo», Madrid, jueves 26 de noviembre 
de 1998, sección «Opinión». 
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V. LAS BAJAS DE LA CONFRONTACIÓN 


Hemos visto a quiénes pertenecían las tropas de los 
adversarios naturales de todo cuerpo armado nacional, 
los guerrilleros o revolucionarios. Ahora corresponde exa- 
minar las bajas de la confrontación. 

Para hablar de «genocidio», aunque fuera efectivo 
que el mismo existió, se requeriría la eliminación de un 
número significativo de los miembros del grupo nacio- 
nal, étnico, racial o religioso. 


Total de Bajas en 17 Años 


El Informe Rettig, de 1991, justamente señala a cua- E 
tro delos grupos armados principales, identificados por He 
Altamirano, como los que más caídos tuvieron durante > 


el Gobierno Militar (1). La nómina es la siguiente: 
«Victimas según militancia política: 


Partido Socialista 405 
M.LR: 384 
Partido Comunista 353 
M.A.PU. 24 
EP.M.R.(PC) 19 
Partido Radical 15 
Democracia Cristiana 7 
Izquierda Cristiana 5 
Partido Nacional d 
Otros partidos 15 
Sin Militancia Conocida 1,048 


- TOTAL 2.279 
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Cabe advertir que este total cubre todos los 
muertos y desaparecidos en 17 años de Gobierno 
Militar, incluidos los caídos a manos del terrorismo 
de izquierda, durante protestas callejeras o en 
enfrentamientos con armas por ambas partes, que 
fueron un total de 254, de acuerdo al mismo Infor- 
me (2). 7 

También cabe advertir que en esta nómina se 
incluyen casos de muertes en Argentina, sin inter- 
vención chilena ni siquiera alegada por el Informe 
Rettig (ver casos Laschan, Hueravilo y Magnet, por 
ejemplo, en Volumen II del citado Informe; y casos 
de suicidio (por ejemplo, Cantuarias Grandón, p. 
211 del Informe Rettig, op. cit.). 


Acción Antisubversiva 


Justamente el cuadro anterior confirma que la 
acción armada del Gobierno Militar estuvo dirigida 
contra quienes a su vez empuñaron las armas. No 
estuvo prejuiciadamente dirigida contra algún gru- 
po ideológico determinado en cuanto tal, sin perjui- 
cio de que, por una situación ajena a toda 
intencionalidad militar, quienes empuñaban las ar- 
mas y se organizaban ilegalmente para la guerra irre- 
gular pertenecían a una vertiende ] 
marxista-leninista. 


Y los que tomaron las armas hicieron, por cier- 
to, lo suyo. Tan sólo entre el 11 de septiembre y el 
31 de diciembre de 1973 murieron 82 uniformados, 


deológica, la 
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víctimas de los grupos armados de extrema izquier- 
da. 

El total de muertos y desaparecidos entre am- 
bas fechas fue de 1.261 (3). 

La desproporción entre los caídos de un bando 
y otro es la propia de un enfrentamiento entre un 
ejército regular bien entrenado y una fuerza armada 
irregular, formada en la clandestinidad o (versión 
Millas) en el extranjero. 


¿Se Puede Hablar de Exterminio? 
En cuanto al punto en debate, no ya en el te- , 
rreno del Derecho, sino en el del mero sentido co- 


mún, contestémonos honestamente la siguiente pre- 


gunta: ¿autorizan los números anteriores para ha- 
blar de «genocidio» o «exterminio masivo»? 

Como puede apreciarse del cuadro de cifras 
reproducido más arriba, no hubo siquiera una per- 
secución concentrada en un solo «grupo» político, 
desde que la mayoría de los caídos no pertenecían a 
ninguno. Estas personas sin militancia conocida 
evidentemente cayeron porque tomaron las armas. 
Si se hubiera tratado de un genocidio, no habrían 
caído, por no pertenecer claramente alos «grupos» 
objeto del supuesto exterminio. Pero cayeron, por- 
que la persecución no era tal, sino sólo la tarea in- 
eludible de enfrentar con las armas a los grupos ar- 
mados. 
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Guerrilleros y No «Disidentes» 

La derrota militar del MIR no fue tarea fácil 
para el Gobierno Militar. Se trataba de una organi- 
zación subversiva que, a medidados de 1973, de- 
claraba contar con cinco mil militantes y dos mil 
activos bajo las armas. 

Su periódico, «El Rebelde en la Clandestini- 
dad», número de octubre de 1974 (4), describía en 
estos términos un combate con las fuerzas policiales 
y de seguridad, que tuvo lugar el 5 de octubre de 
1974 y en el cual cayó Miguel Enríquez, el más alto 
dirigente del MIR, que es contabilizado, naturalmen- 

¡"> te, entre las «víctimas» de que da cuenta el Informe 
Y Rettig. 
Dice «El Rebelde»: 

«Al dirigirse los policías a allanar la casa de 
?: Santa Fe fueron vistos por nuestros compañeros, 
A procediendo Miguel Enríquez y Bordaz atomar de 
Bl inmediato sus armas, mientras Sotomayor se diri- 
gía a la parte posterior de la casa en busca de un 
fusil. 

«El enfrentamiento con el grupo de policías 
que intentaba allanar la casa se inició con rapidez. 
Ante la firme resistencia encontrada y las bajas su- 
fridas la policía procedió a replegarse y concentrar 
refuerzos policiales, militares y de carabineros... 

«Debemos informar, con Indignación y dolor, 
que Humberto Sotomayor abandonó el combate 
desde los primeros momentos, en una increíble ac- 
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titud de cobardía y traición. 

«Miguel Enríquez, quien inició el fuego y en- 
frentó heroicamente a las fuerzas represivas, fue 
herido gravemente en el rostro en la primera etapa 
del combate. Estas heridas la provocaron la pérdida 
del conocimiento, pero después pudo recuperarse y 
seguir combatiendo. Ya moribundo intentó romper 
el cerco, pero, ya muy débil para lograrlo, cayó dis- 
parando su fusil bajo el fuego de los esbirros de la 
dictadura. 

«La camarada Carmen Castillo también fue 
herida en los comienzos del combate. 

«El camarada Bordaz, luego de haber resisti- 
do junto a Miguel Enríquez, logró romper el cerco. 

«La prensa de la dictadura ha ocultado que las 


fuerzas represivas sufrieron más de diez bajasentre [4 


heridos y muertos» (págs. 43-44 de «El Rebelde en 
la Clandestinidad»). 


Contribución Armada Comunista 

El MIR no era la única fuerza subversiva ar- 
mada activa bajo el Gobierno Militar. Hemos visto 
la cita de Orlando Millas sobre la política militar 
del Partido Comunista, que enviaba a sus jóvenes a 
entrenamiento militar en Cuba. Esta colectividad en 
ningún momento abandonó la que llamaba su «po- 
lítica militar», 

Al efecto, y continuando con testimonios des- 
de la propia izquierda, veamos lo que escribía en el 
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diario «La Epoca» de Santiago, en 1987, Antonio 
Cavalla Rojas, dirigente de la Izquierda Cristiana 
(«especialista en temas militares», dice el diario). 


El diario «La Epoca», dicho sea de paso, era 
de oposición al Gobierno. ¿Cómo, bajo «la dictadu- 
ra» había prensa de oposición? Sí; dos diarios y la 
mayoría de las revistas políticas, especialmente en 
la década de los ”80, eran de oposición. La 
radiemisora de mayor audiencia era de oposición. 

Volvamos a lo que escribía Cavalla en «La 
Epoca»: 

«La política militar del Partido Comunista es 
_ Ineficaz. ... Cómo implementa el PC esa línea, es 
evidente: permitiendo a sus militantes que se incor- 
poren al Frente Patriótico Manuel Rodríguez 
(FPMR) y a través de otras formas. ... Después de 
cinco años de guerra entre el FPMR y las FF. AA. 
chilenas, no hay posibilidad de error: los muertos y 
heridos del FPMR son centenares, los de los milita- 
res chilenos, apenas una treintena... (5). 

La discrepancia de las cifras de Cavalla con 
las del Informe Rettig derivan de que muchos caí- 
dos del FPMR no fueron reconocidos de esa 
militancia por el Informe; y también de que, en cuan- 
to a los caídos militares, el cálculo de Cavalla sólo 
abarcaba cinco años (los de la existencia del Frente 
hasta entonces) y no los 17 del Informe. 

«La actitud moral del FPMR es inaceptable»: 
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«terminaba diciendo Cavalla -utilizan a la Vicaría 
de la Solidaridad (que por lo demás no hace sino 
cumplir con su deber de atender a un perseguido), 
al Fasic, a federaciones estudiantiles, a organiza- 
ciones sociales, a familias modestas, etcétera, 
engañándolas». 


Arsenales Importados de Cuba 

La acción militar subversiva hizo su mayor des- 
pliegue con los sucesivos desembarcos de armas 
realizados desde naves cubanas en enero, junio y 


julio de 1986: 3.200 fusiles, 114 lanzacohetes so- y ; 


viéticos RPG-7; 167 cohetes antiblindajes LAW (de 
los utilizados en el atentado contra el Presidente 
Pinochet en el mismo año 1986, que costó la vida a 
cinco de sus escoltas); granadas, municiones y otros 
pertrechos (6). 


El Encargado de Negocios norteamericano en 


Chile, George Jones, declaró, con motivo de haber- 
se descubierto parte del contrabando de armas, que, 
con lo que se había capturado que no era todo lo 
desembarcado- ya se podía hablar del mayor con- 
trabando de armas que jamás se hubiera registrado 
en América Latina. 

Según la versión de prensa de la fecha, «seña- 
ló ayer que su país no duda de la autenticidad del 
hallazgo de arsenales en Chile, destacando que es 
la mayor cantidad de amras individuales que han 
registrado como encontradas en una nación latinoa- 
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mericana, y que tienen la certeza de que fueron n- 
gresadas clandestinamente por fuerzas comunistas 
para ayudar a los terroristas de extrema izquierda 
que operan en el país. 

«El diplomático hizo estas declaraciones cuan- 
do concurrió al Hospital de Carabineros para ex- 
presar el pesar de su Gobierno y de la Embajada 
norteamericana en Santiago por los policías unifor- 
mados que resultaron heridos durante los últimos 
días, planteando que el problema del terrorismo no 
es camino de solución de los problemas políticos. 
“El camino de solución es el diálogo, la reconcilia- 
ción, la conversación y evitando toda confrontación 

=> violenta”»(7). 


Muertes por Terrorismo 

Durante el solo año 1986 hubo 23 muertes pro- 
vocadas por atentados extremistas, principalmente 
del FPMR, entre ellos pasajeros del Metro y de la 
locomoción colectiva; transeúntes, a raíz de la co- 
locación de bombas terroristas en calles o del esta- 
llido de autos-bombas. El número de heridos en aten- 
tados fue, por cierto, mucho mayor (8). 





NOTAS DEL CAPÍTULO V: 

(1) Informe Rettig, op. cit., p. 196. 

(2) Ibid., p. 96. 

(3) Ver nota (1). 

(4) Reproducido en Heinecke Scott, Luis: «Crónica 
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de un Asedio», tomo IV, p.21, 

(5) «La Época», Santiago, 2 de julio de 1987. 

(6) Heinecke Scott, Luis: «Chile, Crónica de un 
Asedio», Sociedad Editora y Gráfica Santa Catali- 
na S.A., Santiago, 1992, tomo L, p. 98. 

(7) «El Mercurio», Santiago, 7 de septiembre de 
1986, p. C-2. 

(8) «Presentación del Ejército de Chile a la Comi- 
sión Nacional de Verdad y Reconciliación», op. cit., 
tomo IV, p.143 y siguientes. 
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VI, EXCESOS DE LA DINA 


Hoy no se discute que personal de la Direc- 
ción de Inteligencia Nacional (DINA), como prin- 
cipal agencia de seguridad en los comienzos del 
Gobierno Militar y ala cual se incorporaban miem- 
bros de las distintas ramas armadas y de Carabine- 
ros, cometió delitos en el ejercicio de su labor. 

Ello es atribuible, desde luego, a la falta de 
compromiso de su Director con la normativa legal; 
pero también esto puede explicarse por la razón 
mencionada antes, en el sentido de que la prepara- 
ción militar está dirigida a la eliminación del adver- 
sario y que imperó en esa repartición el criterio de 
que se enfrentaba a un ejército irregular al que se 
debía derrotar por cualquier medio. 

El carácter de ejército irregular del extremis- 
mo marxista ha procurado ser desvirtuado precisa- 
mente por quienes lo organizaron. Pero ya hemos 
visto sus confesiones explícitas y el reconocimien- 
to cubano de intervención en Chile de «los compa- 
ñeros de Tropa». 

El extremismo sabe ocultar bien sus delitos. 
No tiene que responder ante nadie. Si triunfa, se 
convierte en un régimen totalitario, y éste por defi- 
nición no tiene que responder de sus actos. Si es 
derrotado, convierte a sus bajas en «víctimas» y 
describe la guerra que perdió como un «extermi- 
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nio», como lo hemos visto en el caso chileno, en 
que se han esfumado los «combatientes» de que ha- 
blaban los grupos extremistas en sus documentos 
de circulación interna e instructivos para la lucha. 

La comisión de delitos por parte de quienes 
estén enfrentando en el terreno a un ejército irregu- 
lar, que ataca a mansalva y sin sujetarse a ninguna 
regla, ni siquiera a las de la guerra, es un problema 
que afecta a todos los gobiernos que deben encarar 
tales situaciones. De ahí que ellos, cuando las supe- 
ran, se vean en la necesidad de dictar leyes de am- 
nistía, como siempre sucedió, históricamente, al 
menos en Chile, en trances similares, según más 
adelante se detallará. Para el respectivo gobernante 
es imposible garantizar la conducta de cada subor- 
dinado de sus servicios de seguridad, en esas emer- 
gencias. Responsabilizarlo personalmente por las 
mismas es muy injusto y forma parte del «indebido * 
proceso» que se ha emprendido en Europa en con- 
tra del ex Presidente Pinochet. 

Esto no obsta a reconocer que un método re- 
presivo como el aplicado por la DINA enlos prime- 
ros tres años del Gobierno Militar no puede justifi- 
carse ni siquiera tratándose de extremistas y terro- 
ristas armados que procuraban instaurar por la fuer- 
za un régimen totalitario. 

Justamente la inspiración cristiano-occidental 
que el Gobierno Militar deseaba ver representada 
en sus actuaciones -y que tanto horroriza a la dupla 
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Garcés-Garzón- le impedía a aquél cohonestar to- 
das las realizadas contra el ejército ilegal extremis- 
ta. Silo hubiera hecho, habría caido en una contra- 
dicción moral y una aberración jurídica tan delez- 
nable como la perpetrada por la dupla Garcés-Gar- 
zón en la persona de quien encabezó ese Gobierno, 

Nolo hizo, puesto que disolvió la DINA y bus- 
có otra persona para dirigir las funciones de seguri- 
dad. 


Dificultad de Actuar contra la DINA 

¿Por qué, entonces, podría preguntarse, hubo 
dilación para poner término a las tan criticadas ac- 
tuaciones de la DINA? 

En primer lugar, debe señalarse que no fue la 
DINA la única institución que incurrió en excesos. 
De hecho, sus actuaciones indebidas son de un nú- 
mero bastante menor del que comúnmente se publi- 
ca. 

En efecto, el mayor número de muertes y 
desaparecimientos tuvo lugar en las primeras sema- 
nas del Gobierno Militar, cuando la DINA nisiquiera 
estaba organizada y se producían acciones espontá- 
neas contra los extremistas tanto de parte de fuer- 
zas policiales, particularmente carabineros, como de 
soldados y, también, elementos civiles, que proba- 
blemente habían sido víctimas de los abusos y atro- 
pellos que menudearon bajo la Unidad Popular. 

El reventón inicial, derivado del clima de odio 
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y de ilegalidad que había consagrado el Gobierno 
de Allende, fue el que ocasionó el mayor número 
de muertes y desaparecimientos de personas, como 
más adelante se documentará. 

Lo que sucedió fue que, cuando el país ya se 
había pacificado bastante, la DINA siguió actuando 
como si eso no hubiera sucedido. Eso se comprobó 
con el solo hecho de la disolución del organismo y 
la creación de la Central Nacional de Informacio- 
nes, con un nuevo Director: el total de problemas 
de derechos humanos en los doce años siguientes 
fue menor que el del último año de existencia de la 
DINA (y siendo que ese último año había sido el de 
menores problemas desde 1973 hasta entonces). 


¿Por qué razones no se optó por la disolución 
antes de 1977? 





La primera, probablemente, la plena confian- * a 


za que en su subordinado, el coronel Manuel 
Contreras, tenía el Presidente Pinochet. Las denun- 
cias contra aquél eran desmentidas por él mismo. 
En esos primeros años el Jefe del Estado tendía a 
creerle a él más que a sus críticos. 

La segunda, la campaña mundial de propagan- 
da izquierdista, basada en gruesas falsificaciones de 
la realidad chilena, que todos los residentes en el 
país podíamos comprobar. Así, cuando en el extran- 
jero se denunciaba que «Jas aguas del Mapocho es- 
tán teñidas de sangre y su lecho está colmado de 
cadáveres», al tiempo que con nuestros propios ojos 
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podíamos ver que no era ni había sido así, como 
bien señalaba don Patricio Aylwin, todos tendíamos 
a creer que el resto de las denuncias era igualmente 
falso. Y el Presidente, reasegurado en tal sentido 
por su jefe de inteligencia, desatendía entonces las 
denuncias como parte de la campaña de 
mistificaciones encbezada por la Unión Soviética. 

La tercera, que el coronel Contreras gozaba de 
prestigio entre sus pares y tenía el respaldo de ellos. 
Destituirlo iba a ser una tarea larga y delicada para 
Pinochet. 

Posiblemente a raíz del caso Letelier -eso es lo 
que opinan personas informadas- Pinochet, que des- 
de el mismo momento de cometido el crimen tuvo 
la certeza y seguridad de que los servicios de segu- 
ridad chilenos no estuvieron envueltos, cuando sur- 
gieron algunas evidencias de lo contrario comenzó 
a sospechar que Contreras no le decía toda la ver- 
dad. 

El asesinato de Letelier ocurrió el 21 de sep- 
tiembre de 1976 y Contreras fue separado de su car- 
go once meses más tarde, y disuelta la DINA. 


Falta de Formación para Gobernar 

Pero hay un elemento de juicio muy importan- 
te, al que se aludió en el capítulo primero, y que 
merece consideración aparte: los militares chilenos 
no habían sido formados para hacerse cargo de un 
Gobierno, ni menos de uno de un país arruinado y 
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dividido entre bandos irreconciliables, uno de los 
cuales estaba poderosamente armado y tenía como 
objetivo tomarse el poder «destruyendo el aparato 
burocrático y militar del Estado burgués», según el 
acuerdo unánime del Partido Socialista, que era el 
partido de Allende, antes citado. 

Ante esta falta de preparación para gobernar, 
fueron los civiles que trabajaban cerca del Presi- 
dente Pinochet la principal ayuda para desarrollar 
las tareas básicas del, en un comienzo, improvisado 
régimen. Y de ellos provino la influencia decisiva 
para que aquél pusiera coto a las actuaciones de la 
DINA. 


Tan temprano como abril o mayo de 1974 el 


autor de este libro asistió a un almuerzo del sema- 
nario «Qué Pasa», del cual fue co-fundador y cola- 
borador, almuerzo que tuvo lugar en el Apart-Hotel 


Américo Vespucio, regentado por el afamado gas- * A 


trónomo Hernán Eyzaguirre. 

Era invitado de honor el escritor y periodista 
inglés Robert Moss, que simpatizaba con la dere- 
cha chilena y se había mostrado bien dispuesto ha- 
cia el Gobierno Militar en sus inicios, pero que plan- 
teaba reparos por la acción antiterrorista que, según 
se informaba en el exterior, no se ceñía a los cáno- 
nes debidos en materia de respeto a los derechos 
humanos de los extremistas. 

En el curso de la reunión, el abogado y ex dirt- 
gente estudiantil de la Universidad Católica Jaime 
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Guzmán, en ese tiempo asesor político del Presi- 
dente de la Junta Militar de Gobierno, Augusto 
Pinochet, hizo una revelación que siempre he teni- 
do muy presente: 

- «Yo le he dicho reiteradamente al General 
Pinochet que la DINA comete excesos y que tiene 
cada vez más poder. Le he advertido que se está 
convirtiendo en un verdadero Estado dentro del Es- 
tado, porque muchas veces actúa por su cuenta y 
sin control ni conocimiento de nadie». 

Hay testimonios de otras personas que formu- 
laron al general Pinochet la misma crítica ala DINA. 

Por las razones reseñadas más arriba, sólo en 
1977, y probablemente en forma tardía, el Presidente 
llegó a la convicción de que debía dar fe a los críti- 
cos de la DINA, más que a su Director. Y suprimió 
el organismo, reemplazándolo por la Central Na- 
cional de Informaciones (CNI) a cargo del general 
de Ejército Odlanier Mena, de impecable hoja de 


servicios, que introdujo profundos cambios en los 
procedimientos antisubversivos (D. 


El Pago Comunista 


A propósito de la referencia a Jaime Guzmán, 
es oportuno recordar que él fue fundador del parti- 
do Unión Demócrata Independiente, hacia fines del 
ea Militar; y que resultó ele gido senador en 


Cuando aún no completaba dos años en el car- 
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go, en 1991, fue asesinado por el E PMR, el grupo 
armado comunista, que no consideró para nada los 
constantes esfuerzos de Guzmán en la tarea de ha- 
cer respetar los derechos humanos de todos, inclui- 
dos los terroristas del mismo partido quelo asesinó. 

Los hechores materiales del crimen fueron los 
únicos capturados, pueslos autores intelectuales, que 
posiblemente son muy activos en la «defensa de los 
derechos humanos», nunca han podido ser perso- 
nalmente identificados. 

Pero incluso los hechores materiales al poco 
tiempo se fugaron del penal en que estaban presos. 

Hay antecedentes de que los prófugos han en- 
contrado confortable y seguro refugio en Cuba. (2). 


Otra Prueba contra el Genocidio 


Por consiguiente, tan inefectivo fue que haya dE 
existido un «genocidio» o «exterminio» de los gru 


pos armados de extrema izquierda durante el Go- 
bierno Militar, como ha fabulado la dupla Garcés- 
Garzón, que ellos, las supuestas víctimas, pudieron 
continuar cometiendo numerosos delitos y atenta- 
dos después del término de aquel régimen. 

De hecho, cayeron bajo sus balas después de 
1990 y en plena democracia el ex-agente de seguri- 
dad Fuentes Morrison, asesinado; el coronel en re- 
tiro Fontaine, de Carabineros, asesinado; los gene- 
rales Leigh y Ruiz, de la Fuerza Aérea, gravemente 
heridos; el mayor de Ejército Carlos Pérez y su cón- 
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yuge, asesinados. 


Lo que Muestran las Cifras 

Recapitulando, puede decirse entonces que jus- 
tamente el hecho de haber suprimido un servicio 
que en su quehacer antisubversivo era muy eficaz, 
pero no respetaba la legalidad vigente, revela que el 
entonces Presidente Pinochet no compartía los pro- 
cedimientos ilegales de algunos de sus miembros y 
no puede ser responsabilizado de ellos. 

La supresión de a DINA se reflejó en cifras, 
pues los muertos en la guerra contra el extremismo 

disminuyeron de 25 a 9 entre 1977 y 1978, como se 
- advierte en el cuadro que se inserta más adelante. 
El número de personas desaparecidas también cayó, 
como se documentará más adelante. 

Pero es preciso advertir que, en realidad, el 
número de bajas había venido cayendo desde 1973, 
tanto, en parte, por la eficacia de la DINA para de- 
rrotar a sus enemigos, como, también en parte, por 
las que podemos suponer crecientes instrucciones 
del propio Gobierno a sus organismos de seguridad 
en el sentido de encuadrarse en la legalidad al lu- 
char contra la subversión y el terrorismo. 

La lista de víctimas anuales es la siguiente (in- 
cluyendo las provocadas por el terrorismo y los caí- 


dos en enfrentamientos reconocidos como tales por 
el Informe Rettig): 
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Año Fallecidos 


1973 1.261 
1974 309 
1975 119 
1976 139 
1977 25 
1978 9 
1979 13 
1980 15 
1981 36 
1982 | 8 
1983 82 
1984 74 
1985 50 
1986 50 
1987 34 
1988 27 
1989 26 
1990 : 2 (3) 


Es preciso advertir también que el número de 
bajas de cada año no puede atribuirse exclusivamen- 
te a la severidad de la represión, pues dependía de 
la intensidad de la acción terrorista. 

Esta es otra prueba que desvirtúa la tesis del 
«genocidio»: si se hubiera perseguido «exterminar» 
a grupos de determinadas ideas, ello habría sido una 
tarea sostenida y sistemática. Las cifras, en cambio, 
señalan que, en la medida en que el desafío armado 
y terrorista era mayor, mayor era el número de ba- 


Jl 








jas. Se trataba, pues, no de un «genocidio» planifi- 
cado de un grupo, sino de una mera respuesta a la 
violencia armada de quienquiera la empleara. 

Por ejemplo, entre 1982 y 1983 fue reforzado 
el aparato militar del Partido Comunista, del que 
nos hablaba Corvalán, a través de la fundación del 
Frente Patriótico Manuel Rodríguez, movimiento 
bélicamente organizado. Esto parece ser la única 
explicación de que se haya multiplicado por diez el 
número de caídos entre ambos años, como puede 
verse en el cuadro antes reproducido. 

El FPMR estaba y está (pues se mantiene acti- 
vo hasta hoy, si bien delinque sólo esporádicamente) 
».. Integrado por miembros instruidos en Cuba y otros 
países que estuvieron tras la Cortina de Hierro. Y 
está todavía dotado de poderoso armamento orlgl- 
nado en esos países. 

En efecto, del cuantioso contrabando de armas 
descubierto en 1986, a que antes se hizo referencia, 
se estima que sólo una parte logró ser capturada por 
las autoridades, y es la que antes se detalló. 

En resumen, la acción represiva emprendida 
por el Gobierno Militar se dirigió contra la subver- 
sión y el terrorismo, y si bien consiguió neutralizar 
su acción, nunca logró la derrota total de los cua- 
dros extremistas, 

Por último, acredita la inexistencia de toda 
noción de «suprimir» la ideología de izquierda, 
como se imputa a Augusto Pinochet y al Gobierno 


Militar, el hecho de que precisamente al celebrarse 
las primeras elecciones parlamentarias al final del 
referido Gobierno, los partidos de la extrema izquier- 
da mantuvieron aproximadamente el contingente 
electoral que históricamente, antes de 1973, habían 
tenido en Chile. 


NOTAS DEL CAPÍTULO VI: 


(1)Decretos-leyes 1.876 y 1.878 de 13 de agosto de 
1977. 

(2) «La Segunda», Santiago, 21 de octubre de 1998, 
p. 18. : 
(3) Informe de la Comisión de Verdad y Reconci- E 
liación, p.196. 
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VII. EL DRAMA DELOS DESAPARECIDOS 


El total de personas detenidas-desaparecidas 
de que informa la Comisión Rettig es de 957, 

Cifras mayores dadas con posterioridad por or- 
ganismos derivados de la Comisión Rettig no de- 
ben merecer la misma fe que las de ésta, ya debili- 
tadas en su credibilidad por el sesgo unilateral de 
los testimonios que recogió y de sus investigado- 
res, pues los de aquellos organismos han acogido 
casos que ni siquiera para la primera no estaban su- 
ficientemente sustentados. 

Si uno recorre las historias de los 
desaparecimientos en el primer informe comproba- 
rá algunas cosas dignas de destacarse: una, que con 
frecuencia actuaron policías, uniformados y civiles 
conjuntamente al apresar a quienes posteriormente 
se ha declarado como desaparecidos; otra, la fre- 
cuencia anormal con que este problema se presentó 
en zonas rurales de escasa relevancia demográfica; 
una tercera, la frecuencia con que las víctimas de 
desaparecimientos resultaban haber estado vincu- 
ladas a partidos o grupos que habían proclamado la 
vía violenta o armada. 

En 1974 el diario «El Mercurio» de Santiago, 
el principal del país, editó un libro-resumen de las 
informaciones publicadas en sus páginas durante el 
período de la Unidad Popular, un verdadero «diario 
del diario», donde se sintetizaban las informacio- 
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nes del quehcer nacional durante el gobierno mar- 
xista. 
Siuno examina simultáneamente ese libro y el 


historial de los detenidos-desaparecidos encontrará 
algunas explicaciones. 


Bitácora de la Violencia UP 


Por ejemplo, llama la atención el número de 
personas que aparecen detenidas-desaparecidas o 
muertas en una localidad tan pequeña y secundaria 
como Liquiñe, en el sur del país. 

Pero ya el 3 de febrero de 1971, en plena UP, 
«El Mercurio» informaba que el presidente del Par- 
tido Demócrata Cristiano, Narciso Irureta, había 
denunciado la existencia de un «centro guerrillero 
en Liquiñe, que está extendiendo sus actividades 
hasta la frontera con Argentina». ] 

Irureta añadía que en el sur «la situación está 
aproximándose al caos... No sacamos nada con de- 
claraciones de las autoridades si mientras tanto mi- 
litantes y grupos de sectores gobiernistas, atrope- 
llan, asaltan, toman predios, cortan caminos con 
bandas armadas y perjudican, en primer término, a 
los trabajadores campesinos» (1). 

Avancemos aleatoriamente a lo largo de algu- 
nas páginas de esa bitácora confeccionada por «El 
Mercurio»: marzo 5 de 1971: «hay 110 fundos to- 
mados y 30 paralizados en Llanquihue»; marzo 23: 
«milicianos del Movimiento Campesino Revolucio- 
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nario, dirigidos por estudiantes y portando armas 
de fuego... se apoderaron de dos fundos en Cabrero 
(Concepción)»; marzo 24: «dos mil obreros agríco- 
las se hallan paralizados en el departamento de Pa- 
rral, con la toma de 24 predios... los invasores se 
dedican a la matanza de animales y retienen indebi- 
damente los productos agropecuarios»; marzo 26: 
«tres obreros agrícolas resultaron heridos a bala 
cuando 30 campesinos que laboran en los fundos 
«Camelia», «Santa María» y «Santa Eliana» de Pa- 
rral, procedieron a retomar los predios ocupados le- 
galmente»... 

En relación a esta última información, cabe 
anotar que si se examina la nómina de detenidos- 
desaparecidos en 1973, aparecerá con inusitada fre- 
cuencia la localidad de Parral. 

Sigamos en la misma página de la «Breve His- 
toria...»: marzo 26: «Elementos extremistas ocupa- 
ron un fundo cercano a Cabrero (Concepción) y se- 
cuestraron a una anciana y a cuatro menores»; abril 
4: «el dirigente de la Juventud Demócrata Cristia- 
na, Juan Millalonco, fue muerto a balazos en un 
enfrentamiento con elementos del Partido Socialis- 
ta»; abril 19: «en el Hospital Regional de Temuco 
murió el agricultor Rolando Matus Castillo, herido 
en un tiroteo que siguió al intento por parte del 
Movimiento de Campesinos Revolucionarios de 
tomarse la hijuela Carén, de Pucón»; abril 29: «cua- 
renta mapuches atacaron con armas de fuego el fun- 
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do Brasil Sur, de Lautaro. Una tía del propietario 
falleció de un fulminante ataque cardíaco debido a 
la violencia de los hechos»; mayo 20: «un grupo de 
alrededor de 50 personas, muchas de ellas armadas, 
asaltaron el fundo Brasil Sur, de Lautaro, resultan- 
do muerto a bala enla refriega Juan Milipán, quien 
presumiblemente integraba el grupo de asaltantes, 
a los cuales se sindicó como miembros del Movi- 
miento de Izquierda Revolucionaria (MIR ». 

Si se examina la nómina de detenidos-desapa- 
recidos, también aparecerá con gran frecuencia la 
militancia de ellos en el MIR. 


Los Sembradores del Odio 

Recorramos al azar otras páginas de la «Breve 
Historia...»: julio 26 de 1971: «El MIR tuvo espe- 
cial participación en el acto socialista. Su portavoz, 
Miguel Enríquez, planteó en un discurso que la úni- 
ca alternativa válida para que el pueblo asuma el 
poder es la quiebra de las instituciones jurídicas que 
están obstaculizando el proceso revolucionario». 

- Enríquez figura en el Informe Rettig como caí- 
do en un enfrentamiento con militares en 1975, se- 
gún vimos. 

Demos vuelta más páginas: Julio 31 de 1971: 
«ocho individuos asaltaron la Viña Santa Blanca, 
de Rancagua, asesinando a tiros al hijo del propie- 
tario, Gilberto González Gómez». 

¿Estaba «obstaculizando el proceso revolucio- 
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nario»...? 

Y, en efecto, el 4 de agosto El Mercurio tam- 
bién informaba: «Los integrantes del grupo que asal- 
tó la Viña Santa Blanca... resultaron ser miembros 
del Movimiento de Izquierda Revolucionaria (MIR). 
La noticia fue proporcionada por el Ministro en Vi- 
sita, Alejandro Arias Torres» («Breve Historia...», 
Op. cit., p.75). 


Historia Oficial... y Parcial 

El Informe Rettig no abarcó hechos anteriores 
al 11 de septiembre de 1973. Es una de las razones 
de su parcialidad, denunciada incluso por la Corte 
Suprema. Pues la «historia oficial» que pretendió 
presentar, terminó recogiendo sólo ciertos hechos 
que fueron las consecuencias, pero no las causas de 
los mismos, que son indispensables de conocer para 
juzgar lo que sucedió en Chile. 

Asimismo, toda la fuerza probatoria estuvo 
sesgada, como antes dijimos, hacia uno de los ban- 
dos que se enfrentaron. Por ejemplo, el general 
Odlanier Mena, Director de la CNI durante varios 
años, nunca fue citado por la Comisión Rettig. De 
la cincuentena de abogados Investigadores, se po- 
dían contar con los dedos de una mano los que po- 
dían considerarse simpatizantes del Gobierno Mili- 
tar o alejados de las colectividades opositoras a él. 
El grueso delos testimonios eran aportados por gru- 
pos de extrema izquierda que habían tomado elnom- 
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bre de «organismos de derechos humanos». Por ló- 
gica tenía que ser así: el extremismo armado era de 
izquierda; las bajas que sufrían dejaban deudos casi 
invariablemente de las mismas posturas políticas; y 
estos deudos se preocupaban de allegar testimonios 
favorables a su punto de vista, que explicablemente 
era el de que los caídos eran inocentes y los agentes 
del Gobierno habían atropellado sus derechos hu- 
manos. 


Diferentes pocas 

La mayor parte de los detenidos-desapareci- 
dos fueron arrestados en 1973 y 1974, en acciones 
de variada índole y en diferentes puntos del país, 
por grupos de, principalmente, policías y soldados, 
con cierta frecuencia acompañados de civiles y a 
veces en vehículos de estos últimos. 

El Informe Rettig contabilizó 957 «detenidos- 
desaparecidos». Pero si se descuenta a los que des- 
aparecieron fuera del territorio chileno (Argentina, 
en la casi totalidad de los casos); y las situaciones 
en que la muerte de las personas fue posteriormente 
comprobada, según dice el mismo Informe, restan 
aproximadamente 800 casos de personas que real- 
mente siguen desaparecidas. 

De éstas, casi la mitad (383) desaparecieron 
en situaciones provocadas entre el 11 de septiem- 
bre y el 31 de diciembre de 1973, en un período en 
Que la DINA estaba recién formándose y en que rei- 
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naba una confusión bastante generalizada. En efec- 
to, es un hecho que actuaban grupos civiles en ven- 
ganza por la siembra de odios, abusos y amenazas 
propios del periodo de la Unidad Popular. 

Según una contabilidad que puede hacerse exa- 
minando el Anexo II del Informe Rettig, de 383 
detenidos-desaparecidos entre el 11 de septiuembre 
y el 31 de diciembre de 1973, la cifra disminuyó a 
224 en todo 1974; y a 83 en 1975. Aumentó a 97 en 
1976 y volvió a caer a 18 en 1977. 

En el resto del Gobierno Militar (doce años), 
desaparecieron 23 personas, como se documenta 


y»... más adelante; y éstas, generalmente, en episodios 





aislados de aparente venganza por actos de terroris- 
mo específicos, en que actuaban clandestinamente 
grupos difíciles de identificar. 

No hubo, pues, una «política de desapareci- 
mientos». Por el contrario. La política del Gobierno 
Militar fue la de controlar esa situación para que no 
se produjeran. Por eso disminuyeron año a año. Y 
también justamente por eso, y por otra situaciones 
ilegales, fue disuelta la DINA y cesó de tener res- 
ponsabilidades de inteligencia su director. 

¿Qué explicación tuvo ese período inicial cruel 
y anárquico? Que las personas que se habían senti- 
do perseguidas, despojadas y abusadas durante la 
Unidad Popular, cuando cayó el Gobierno de ésta 
sindicaron como extremistas armados -y en muchos 
casos lo eran- a quienes durante el régimen marxis- 
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ta las habían hecho objeto de abusos. 

¿Qué sentimientos podía albergar, por ejem- 
plo, la familia de una agricultora solitaria, vejada y 
abusada por un grupo socialista, el cual además se 
apodera de su casa cuando ella está sola, llevándola 
al suicidio? Fue el caso de doña Antonieta Maachel, 
en Valdivia, en que 30 campesinos instigados por 
agitadores socialistas armados y extraños al lugar 
se apoderaron de su predio y la secuestraron, 
vejándola y luego cenando y libando toda una no- 
che como dueños de su casa (2). 

En un país en el estado de desarrollo del Chile 
de 1973, con gran parte de la población todavía en 
la incultura y la incivilidad, y en un período políti- 
camente anárquico, las conductas caracterizadas por 
rasgos de cierta barbarie no eran de extrañar. En- 
contraremos un paralelo cuando analicemos el caso 
dela tortura. 

El primitivismo de algunos sectores de la po- 
blación de las naciones jóvenes tiende a manifes- 
tarse precisamente en medio de la confusión a que 
dan lugar las convulsiones políticas, sobre todo si 
ha habido un período previo en que otro sector ha 
practicado la barbarie y el abuso sobre el anterior y 
repentinamente las riendas del poder cambian de ma- 
nos de una manera súbita. 

Una parte menor, pero importante, de las de- 
tenciones.con desaparecimiento, sin embargo, no 
fueron de surgimiento espontáneo en actos locales 
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de venganza, sino que las sospechas apuntaron, se- 
gún lo indica el Informe Rettig, a personal de la 
DINA y, en menor medida, al de otras instituciones 
uniformadas. En orden decreciente, Carabineros, el 
Ejército y la Aviación. La Armada sólo fue citada 
en dos casos. 

Pero el principal dedo acusador se dirigió con- 
tra la DINA. De hecho, a partir de su supresión los 
desaparecimientos prácticamente cesan. 


Los Desaparecimientos Cesan 
Con seguridad este problema fue una de las 


-. Tazones principales que gatillaron la decisión del 


Presidente Pinochet de suprimirla DINA, reempla- 


- zándola por la CNI; y de separar al Director de aqué- 


lla, el coronel Manuel Contreras, de las funciones 
de seguridad. 

Pinochet probablemente tampoco, como hemos 
dicho antes, en un principio creía en las denuncias 
sobre aquellas situaciones, que formulaban sus ad- 
versarios y también algunos de sus asesores civiles. 

Pero finalmente se convenció y actuó. 

En el hecho, de los 957 desaparecimientos re- 
gistrados por el Informe Rettig, sólo 23 tuvieran 
lugar con posterioridad ala disolución de la DINA. 
que se produjo en agosto de 1977 (3). 

Si Pinochet reemplazó a un organismo porotro; 
si sustituyó a un jefe de inteligencia por otro; y si 
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simultáneamente las desapariciones de personas 
pasaron a ser hechos excepcionales y, en los pocos 
casos en que volvieron a ocurrir, actuaron clandes- 
tinamente sujetos no identificados, puede suponerse 
con bastante base que la instrucción de Pinochet fue 
la de que ese procedimiento ilegal cesara. Por con- 
siguiente, mal puede imputársele el delito de dete- 
ner personas para hacerlas desaparecer, si precisa- 
mente lo que hizo fue adoptar las providencias ne- 
cesaria para que ese delito no se volviera a cometer. 

Por cierto, aparte de esa presunción está la evi- 


dencia de que no hay prueba alguna de siquierauna os 


sola orden suya en el sentido de hacer desaparecer a 
alguien en 17 años de su Gobierno. 


Causas y Características 





Enresumen, el estudio desapasionado del tema 


de los desaparecidos revela que, en primer lugar, el 
problema estuvo casi exclusivamente circunscrito 
alos primeros tiempos posteriores al 11 de septiem- 
bre de 1973; en segundo lugar, que las muy varia- 
das circunstancias y localidades en que desapare- 
cieron personas hablan de situaciones de distinto 
origen, con autores pertenecientes a diferentes ins- 
tituciones e incluso con participación de civiles por 
completo ajenos al Gobierno o al Estado; y, tercero, 
que el problema encontró su raíz en el clima de odio, 
violencia y abuso que prohijó el Gobierno marxis- 
ta, lo cual no excusa, pero sí explica un revanchismo 
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espontáneo y aún más violento, cuando cayó aquel 
Gobierno. 


No Hubo «Política de Desaparecimientos» 

Por otra parte, durante los primeros años del 
Gobierno Militar había menos control y disciplina 
sobre tropas y grupos actuando contra el terrorismo 
y la subversión, por un lado; y, por otro, las organi- 
zaciones terroristas no habían sido aún derrotadas 
ni desmanteladas. Ambas cosas explican la concen- 
tración de los casos de desaparecimientos en dicho 
período. 

Otra prueba de que no se trató de una política 
de Estado se encuentra en un hecho que antes se 
mencionó: la Armada, por ejemplo, que era parte 
del Gobierno Militar, no figura comprometida, sal- 
vo un par de casos, en desaparecimientos, pudiendo 
haberlo estado, pues tiene tuición sobre las zonas 
portuarias de distintos lugares del país. 

Si se hubiera tratado de una política de Go- 
bierno, todas las instituciones del Estado habrían 
debido observar el mismo patrón de conducta. 


Comprobaciones a Posteriori 

Como los únicos testimonios fehacientes de lo 
que sucedió a detenidos-desaparecidos los podemos 
encontrar en los casos en que fueron posteriormen- 
te hallados los restos de esas personas y, por tanto, 
los tribunales tuvieron más elementos y evidencias 
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para investigar las circunstancias, nos remitiremos 
a algunos de los más representativos entre ellos. 

Uno de los mismos, que involucró a un núme- 
ro grande de personas, tuvo lugar desde el 13 de 
septiembre de 1973 y durante las tres semanas si- 
guientes, en un pequeño pueblo agrícola de la zona 
central de Chile, llamado Paine: 25 hombres fueron 
arrestados por la policía loca] acompañada de ele- 
mentos civiles de la zona. 

En ésta había existido durante el Gobierno de 
la Unidad Popular gran agitación por las 
usurpaciones de tierras. Se había vivido un clima 
de violencias y amenazas contra los agricultores, 
que habían sido despojados de sus propiedades a 
través de ocupaciones ilegales, encabezadas por ci- 
viles armados; y habían visto sus casas, con sus fa- 
milias en el interior, sitiadas por elementos de iz- 
quierda, armados y hostiles. 

Aquellos 25 arrestados en septiembre de 1973 
desaparecieron. Años después fueron encontrados 
los restos de doce de ellos, en fosas clandestinas. 
De acuerdo con el Informe Rettig, «los perpetradores 
fueron agentes del Estado y civiles de Paine» (4). 


Los hechos de Paine, consigna el mismo In- 
forme Rettig, tuvieron como protagonistas a traba- 
Jadores agrícolas vinculados al MIR, que habían 
participado en las usurpaciones y amenazas antes 
aludidas. El clima de odiosidad en la zona, desata- 
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do por esas agresiones, era muy grande. 

Tales hechos, después de investigados por la 
justicia chilena, terminaron en un sobreseimiento, 
pues finalmente se aplicó a los mismos la Ley de 
Amnistía de 1978. 

Sin embargo, la investigación realizada dejó 
en claro que no había mediado en los 
desaparecimientos ninguna instrucción gubernati- 
va superior. 

En esos primeros días posteriores al 11 de sep- 
tiembre la Junta debe de haber estado 
explicablemente absorbida por preocupaciones que 
la alejaban de lo que acontecía en cada villorrio agrí- 
cola del pais. 


Un caso similar al de Paine ocurrió en la loca- 
lidad de Lonquén, también un pueblo agrícola de la 
zona central. En ese caso, al igual que en el ante- 
rior, los cadáveres de las personas inicialmente des- 
aparecidas fueron encontrados y los hechos, a par- 
tir de eso, investigados. 

Quince trabajadores de Lonquén, doce de ellos 
pertenecientes a tres familias que habían participa- 
do en episodios de usurpación y violencia contra 
propietarios agrícolas, fueron arrestados por cara- 
bineros que se movilizaban en vehículos de agri- 
cultores, en los días inmediatos al 11 de septiembre 

de 1973. 


El destino de los detenidos no se conoció has- 
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ta que sus cuerpos fueron encontrados en 197 8, casi 
cinco años después de su detención, hacinados en 
los hornos de una antigua mina de cal abandonada 
(5). 

También la investigación judicial condujo a 
confirmar la acción espontánea y descontrolada de 
personal uniformado local de baja graduación, apa- 
rentemente acompañado y ayudado por civiles de 
la localidad, contra personas vinculadas a grupos 
de extrema izquierda y comprometidas en 
usurpaciones ilegales de tierras y caracterizadas por 
conductas violentas, durante el gobierno de la Uni- 
dad Popular. 


Desconocimiento de la Superioridad 
Esta misma impresión de acción espontánea y 





descontrolada, con clara desvinculación de toda 4 


autoridad superior, la confirma otro caso, reciente- 
mente publicado en la prensa de Santiago. 

Se trató de una persona detenida y desapareci- 
da el 16 de octubre de 1973. Era de inclinación iz- 
quierdista y fue arrestada bajo la acusación de ocul- 
tar explosivos. 

Tras permanecer un mes en la cárcel, someti- 
do a proceso ante un tribunal militar de tiempo de 
guerra, fue, según una información periodística ba- 
sada en declaraciones de sus familiares, «sacado de 
la cárcel pública. Horas después, a través de la lla- 
mada de una persona amiga y también a través de 
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Carabineros, la cónyuge fue informada de que su 
marido había sido ejecutado». 

Paradójicamente, la Justicia Militar, después 
de un año y medio de la ejecución, y dando cuenta 
de la absoluta desvinculación del hecho del aparato 
gubernativo como, “notificó” al ya ajusticiado que 
su sentencia había sido rebajada de quince a diez 
años de presidio» (6). 


Casos Ajenos a Chile 

En no menos de 30 casos de personas desapa- 
recidas que el Informe Rettig carga a la cuenta a la 
cuenta del Gobierno Militar, los hechos tuvieron 
lugar en Argentina, sin suficiente -y a veces sin la 
menor- prueba de intervención de agentes de nacio- 
nalidad chilena. Otro caso se registró en Bolivia (7). 

Hoy día se pone en duda que el Gobierno no 
haya podido saber o averiguar esos paraderos. Pero 
también debe tenerse en cuenta que había un verda- 
dero ejército clandestino de extrema izquierda, para 
integrar el cual sus miembros simplemente desapa- 
recían de su medio habitual y sus hogares. 

A la vez, los autores de detenciones ilegales o 
secuestros de extremistas tampoco dejaban rastros 
y tenían nulo interés en asumir la responsabilidad 
por esas conductas, sabiendo que eran ilegales. 

Luego, los informes que las autoridades supe- 
riores recibían, cuando los requerían, acerca de per- 
sonas cuyo paradero se ignoraba, hacían ver que el 
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paso ala clandestinidad delos elementos de izquier- 
da era una táctica habitua] de ellos y que la denun- 
cia de su desaparición formaba parte precisamente 
de la estrategia de esos grupos o, simplemente, era 
UN TéCurso para proteger a sus respectivas familias 


en caso de investigación de los delitos subversivos 


O terroristas en que esos individu 


OS se comprome- 
tían. 


Delincuencia Común 


En otros casos, también det 


allados en el Infor- 
me Rettig, 


desaparecieron las personas y sus vehí- 
culos, sin que tampoco estos últimos hayan tampo- 
co podido encontrarse, lo que configura cuadros 
netamente delictuales y situados al margen de toda 
acción oficial. Esos casos, incluso, fueron exclui- 
dos por la propia Ley de Amnistía de 1978 de sus 
beneficios. 

Vale la pena reiterar que en los 
desaparecimientos que a posteriori se han podido 
aclarar, los responsables de ellos, a los cuales el In- 
forme Rettig denomina «agentes del Estado», han 
sido invariablemente elementos de bajo rango, ac- 
tuando sin conocimiento de autoridades superiores 
y a veces sin ni siquiera el de sus jefes inmediatos. 
¿Puede deignarse como «agente del Estado» aquien 
actúa por su cuenta, sin cumplir una misión enco- 
mendada por superior alguno y violando las leyes 
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por las cuales se rige ese Estado? 

El tema de los detenidos-desaparecidos es do- 
loroso, pero no es uno en el cual quienes fueron 
autoridades durante el Gobierno Militar cuenten con 
antecedentes mayores que los que pueda arrojar la 
investigación de la Justicia. Así lo demuestra el 
hecho de que si bien hay, en este momento, alrede- 
dor de 800 procesos judiciales relativos a muertes y 
desaparecimientos de personas, aproximadamente 
600 de los mismos estén paralizados por falta de 
antecedentes. 

Es obvio que los centenares o miles de respon- 
sables de las detenciones y presuntas muertes no 
concurrirán voluntariamente a confesar sus culpas. 
Por otra parte, como se trató de acciones delictuales 
y clandestinas, no hay registro oficial alguno de las 
mismas. 

Sólo sería posible contar con el concurso de 
personas que tengan información útil si se les ga- 
rantiza, alo menos, la impunidad total. 

Es digno de anotarse que ni uno solo de esos 
procesos haya sido dirigido, durante casi ocho años, 
contra la persona del ex Presidente Augusto 
Pinochet. Si hubiera existido siquiera un mínimo 
indicio de que él o alguien de su dependencia pu- 
diera haber tenido información, con toda certeza se 
habrían interpuesto la o las correspondientes quere- 
llas en el país.. 


Sólo a partir de 1998 y a iniciativa de la Secre- 
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taria General del Partido Comunista chileno, Gladys 
Marín, probablemente aconsejada desde el exterior, 
se han comenzado a cursar querellas diri gidas con- 
tra Augusto Pinochet por muertes o desapareci- 
mientos, pero sin ningún fundamento conocido que 
acredite su responsabilidad personal. La pregunta 
que fluye es, evidentemente: si no existe ningún nue- 


vo antecedente ¿por qué no se intentaron esas ac- 
ciones durante todos estos años? 


Un Manto de Olvido 


El país de la gente común y corriente afectada 
por esta situación ha sabido acomodarse a ella y 
superarla. 

El tema de los detenidos-desaparecidos es sólo 
mantenido por quienes participan en organizacio- 





nes políticas a las cuales aquél les resulta “ 


electoralmente rentable. 

En cambio, el común del pueblo chileno sabe 
que las culpas de lo sucedido en el país son compar- 
tidas. Sabe que hubo.una amenaza armada de la iz- 
quierda marxista y que ella se proponía establecer 
un régimen no democrático. Y sabe que los milita- 
res fueron instados a intervenir por una mayoría ciu- 
dadana. 

También la gente sabe que algunos de éstos 
cometieron excesos. Pero, en el fondo, entiende que 
quienes provocaron la situación fueron quienes se 
proponían tomar el poder por las armas, los cuales, 
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de hecho, actuaban con ellas y con la fuerza ilegal, 
atropellando los derechos de otras personas, hasta 
que se produjo la intervención militar. 

Esta convicción de que la culpa es de ambos 
bandos es la que explica por qué ha habido tantos 
años de convivencia pacífica en Chile. 

Ahora esta última sólo ha venido a alterarse a 
raíz de una intervención foránea, rechazada por la 
mayoría de los chilenos: el arbitrario arresto en Lon- . 
dres del ex Presidente Augusto Pinochet. 


Un Testimonio Extranjero 

La mejor demostración de lo dicho en el apar- 
tado anterior la encontramos justamente en el pue- 
blo de Paine, donde numerosos habitantes fueron 
detenidos y hasta hoy muchos de ellos siguen des- 
aparecidos. 

Pese a eso, hasta hace poco imperaba allí una 
convivencia pacífica, fundada en la implícita acep- 
tación de las culpas por ambos bandos y en el mu- 
tuo olvido. 


Pero el caso Pinochet ha revivido las divisio- 
nes. 

Un corresponsal extranjero ha tenido oportu- 
nidad de advertirlo. Y así lo testimonió en el diario 
«Times» de Nueva York, en un reportaje del 12 de 
noviembre de 1998, titulado: «La Controversia de 


Pinochet Revive Temores que Estaban Enterrados 
en Chile» (8), 


El enviado especial, Clifford Krauss, refiere 
cómo en Paine, «un pequeño pueblo de cultivado- 
res de uvas y cítricos», han reaparecido pinturas 
murales en que se lee: «Mueran los Perros Marxis- 
tas» y «Viva Pinochet», en las paredes de una tien- 
da de provisiones de la viuda de un izquierdista que 
fue muerto 25 años atrás, mientras en las paredes 
de la casa de un transportista de derecha ha apareci- 
do el slogan «El Pueblo Unido Jamás será Venci- 
do», característico de los años de la Unidad Popu- 
lar. 

El reportaje añade: 

«Florinda Millán, la Alcaldesa del pueblo, de 
47 años, dice: 

“Las memorias son dolorosas y desagradables, 
asíes que la mayor parte de la gente prefiere mante- 
ner cerrada la puerta a esas memorias”». 

Y el corresponsal concluye, sugestivamente: 

«Pero el caso Pinochet ha vuelto a abrir esa 
puerta de par en par». 


NOTAS DEL CAPÍTULO VII: 

(1) «Breve Historia de la Unidad Popular», docu- 
mento de «El Mercurio», realizado por Teresa Do- 
noso Loero, Editorial Lord Cochrane, Santiago, 
1974, p.40. 

(2) «El Mercurio», Santiago, 30 de noviembre de 
1970, 
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(3) Informe Rettig, op. cit., p. 151 y 152. 

(4) Informe Rettig, op. cit, págs.SO y sigtes. 

(5) Informe Rettig, op. cit., p. 50. 

(6) Diario «La Hora» de Santiago, 21 de noviembre 
de 1998, p. 13. 

(7) Informe Rettig, Anexo II, casos Ainie, Alonso, 
Ancura, Appel, Aros, Atanasiou, Biedma, Camprec, 
Claudet, Dela Maza, Delard (2), Elgueta, Espinoza, 
Hueravilo, Laschan, Llancaleo, Magnet, Orellana, 
Pessa, Poblete (2), Quinchavil, Ramirez, Riquelme, 
Rojas, Saavedra, Sagauta, Stoulman, Tamburini, 
Tapia, Venegas. Bolivia: caso Valladares. 

(8) «Times» de Nueva York, 12 de noviembre de 
1998. 
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VIII. EL TEMA DE LA TORTURA 


- En Chile, antes de 1973 y porlargos años, hubo 
frecuentes acusaciones de tortura formuladas con- 
tra la policía uniformada y civil, especialmente su 
rama política (Policía Política de la Dirección de 
Investigaciones). 

Sin embargo nunca, hasta el Gobierno Militar, 
esas acusaciones dieron lugar a procesos judiciales 
que terminaran en el castigo de los responsables. 

Estos procesos exitosos en el castigo de la tor- 
tura, bajo el Gobierno Militar, se deben agradecer, 
es verdad, más que a una diligencia especial de par- 
te del régimen, a la campaña mundial de denuncia 
de atropellos a los derechos humanos en Chile, que 4 
encabezara la Unión Soviética a partir del mismo + 





11 de septiembre de 1973, y que en este aspecto ha A 


tenido un resultado positivo para el mejoramiento 
de los hábitos policiales chilenos. 

Pues antes del 11 de septiembre de 1973 las 
denuncias sobre torturas eran también frecuentes y 
verosímiles, pero, al no existir una presión interna- 
cional para investigarlas, ni el ánimo de ningún sec- 
tor para reclamar contra ese delito, salvo que afec- 
tara a los de su lado, nunca se gestó un real consen- 
so contra la práctica de la tortura. 

Una base sobre la cual los chilenos podríamos 
llegar a un consenso sobre nuestro pasado sería el 
de reconocer algunos rasgos de salvajismo comu- 
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nes atoda la nacionalidad y ponernos de acuerdo en 
extirparlos. 

Ese rasgo común se hizo históricamente muy 
ostensible en el caso de la tortura. 


Primeros Desafíos Extremistas 

Bajo el Gobierno Demócrata Cristiano de 
Eduardo Frei Montalva (1964-70), la extrema iz- 
quierda, obedeciendo a los dictados cubanos y en 
cumplimiento de los antes reproducidos acuerdos 
del Partido Socialista de promover la lucha armada 
y la toma violenta del poder, formó los primeros 


7 PO A . 
grupos guerrilleros y terroristas. 


El principal de ellos fue el Movimiento de Iz- 


A. quierda Revolucionaria (MIR), sin perjuicio de que 


hubiera otros, como, por ejemplo, la Vanguardia 
Organizada del Pueblo (VOP), que en 1971, en ple- 


- no gobierno de la Unidad Popular, asesinara a san- 





gre fría en una calle de Santiago al ex Ministro del 
Interior de Frei Montalva, Edmundo Pérez Zujovic. 

En todo caso, al advertirse actividad subversi- 
va violenta, en la forma de atentados y secuestros - 
en particular el de un periodista de la ciudad de 
Concepción, que fue sometido a torturas y 
vejámenes por sus secuestradores- la Policía Políti- 
ca de mediados de los *60 intervino. Luego se ini- 
ciaron algunos procesos judiciales y varios terroris- 
tas fueron detenidos, 

Inmediatamente surgieron las acusaciones de 
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tortura. 


Acusaciones contra Frei Montalva 

Así, el 8 de agosto de 1970 la revista izquier- 
dista «Punto Final» publicó una extensa relación de 
las torturas sufridas por elementos de izquierda, 
contenidas en una presentación hecha a la Corte 
Suprema por abogados de esa tendencia, entre ellos 
distinguidos penalistas y profesores de Derecho, 
como Eduardo Novoa, Alvaro Bunster, Aníbal 
Bascuñán, Eduardo Long Alessandri y el propio 
Secretario General de la Universidad de Chile y hoy 
día candidato presidencial del ala socialista de la 
Concertación gobernante, Ricardo Lagos (1). 

En ese escrito, de 71 páginas, acompañado de 
66 documentos que contenían manuscritos con re- 





latos de las víctimas de torturas y flagelaciones, así “4 


como fotografías y grabaciones, se describían seis 
homicidios supuestamente cometidos por la poli- 
cía, 17 casos de torturas y vejámenes físicos y mo- 
rales, tres allanamientos ilegales y numerosos ca- 
sos de violencia innecesaria. 

En la denuncia se añadía que el profesor fran- 
cés Benjamin Fabre había sido sometido a castigos 
policiales y sufrido la rotura de un tímpano. Poste- 
riormente, sin embargo, sin que nadie, ni menos el 
Gobierno francés, se preocupara de investigar nada, 
el Gobierno chileno de Frei Montalva lo expulsó 
del país. 
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En la página tres del referido Suplemento de 
«Punto Final» un estudiante mirista arrestado relata 
su experiencia: 

«...estando frente a un escritorio, tras el cual 
se encontraba un efectivo de Carabineros, escucho 
a mis espaldas los gritos de mi compañero que lo 
golpeaban, inmediatamente yo recibo un golpe en 
los testículos, lo cual me dobla el cuerpo; cuando 
trato de pararme me golpean en la cabeza con un 
bastón, el que se quiebra en el acto, quedando in- 
consciente. ... Unas botas me aplastan el pecho y 
los testículos y otra la garganta. Un oficial me pre- 
gunta si tengo sed, a lo cual respondo afirmativa- 
mente pese a las dificultades que me provocaba 
aquella bota en la garganta; inmediatamente el ofi- 
cial me tira agua caliente (hirviendo), desde una te- 
tera que tenía en sus manos, hacia la boca que tenía 
abierta a la espera del liquido... yo boto los pellejos 
quemados de mi boca... Transcurre toda la tarde de 
ese día en la misma situación. Golpes en la cabeza 
y en el cuerpo. Se me negó comer... Me acostaron 
en una mesa desnuda y fría (parecía de metal), me 
abrieron las nalgas tratando de introducir un objeto 
como lápiz en el ano... alguien de ahí se opuso, ar- 
gumentado “éste está resentido en la cabeza” y lue- 
go se me introduce en los ojos, bajo la venda, algo 
como una placa metálica y en el pene, sujeto con 
una venda, se mete en su orificio otro objeto. Me 
amarran totalmente de pies a cabeza y se me dice 
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que cuando quiera hablar de algún robo levantara el 
dedo de la mano derecha; en el acto se me sometió 
alargas descargas eléctricas; entre una y otra se me 
golpeaba sobre trapos en el estómago, mientras otro 
me dijo que ya había sido detenida mi madre. Pues- 
to que no tenía nada qué decir se me pusieron aque- 
llos objetos en las orejas, en las sienes, en ambos 
ojos, obligándome a estar de acuerdo con las su- 
puestas declaraciones de mi compañero. Al sacar- 
me de ahí no podía caminar ni articular movimien- 
to, me llevan vendado y en los hombros de un de- 
tective a la misma oficina donde estuve anterior- 
mente. Eran las diez de la noche...». 


Frei Montalva: ¿Tortura Sistemática? 

Respecto a torturas, dice «Punto Final» que el 
documento de los abogados y profesores de Dere- 
cho «se inicia con la carta de Magaly Honorato, que 
en 1965 se suicidó desesperada por las torturas que 
le fueron aplicadas en Investigaciones». 

Esa circunstanciada denuncia izquierdista abar- 
ca hechos ocurridos desde los primeros meses del 
Gobierno de Eduardo Frei Montalva, en 1965, has- 
ta el final de dicha administración, en 1970. 

¿Tortura sistemática? ¿Pueden viajar libremene 
al extranjero, sin temor a ser detenidos, quienes fue- 
ron ministros del gabinete de Frei Montalva, algu- 
nos de los cuales hoy son ministros de su hijo o al- 
tos dirigentes o parlamentarios de la DC? Podría 
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ser peligroso para ellos. El delito es imprescriptible 
y universal. No se necesitan pruebas de responsabi- 
lidad personal para acusarlos... 

La Corte Suprema, sin embargo, hizo caso 
omiso de la referida denuncia. Ninguna acción ju- 
dicial prosperó en esos años. 

Tampoco hubo una preocupación extranjera 
significativa por el tema de la tortura en Chile, pro- 
bablemente porque no se trataba de un gobierno de 
derecha. 

Y no eran tiempos en que «los derechos hu- 
manos» fueran mayor tema. A la izquierda no le 
preocupaba. Al contrario, la incomodaba para go- 
bernar gran parte del mundo. 


Un Caso Democráticamente Compartido 

Sino fuera trágico, resultaría pintoresco el caso 
de las múltiples torturas sufridas por los 
involucrados en un complot para impedir el ascen- 
so de Allende al poder, en octubre de 1970, en el 
que parece haber intervenido la CIA norteamerica- 
na, y que encabezó un militar retirado. Colaboraron 
con él algunos jóvenes derechistas chilenos. 

El frustrado putsch terminó con el impremedi- 
tado asesinato del Comandante en Jefe del Ejército, 
general Schneider, en el curso de un intento de se- 
cuestro con el que se pretendía incitar al Ejército a 
intervenir. 


Investigados los hechos, casi todos sus prota- 
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gonistas fueron descubiertos y terminaron presos. 

Naturalmente, siguiendo la costumbre chile- 
na, todos los detenidos fueron sometidos a torturas. 

Estas se iniciaron bajo el gobierno democráti- 
co de Frei Montalva y continuaron bajo el recién 
electo de Salvador Allende, es decir, tuvieron lugar 
entre noviembre de 1970 y los primeros meses de 
1971. 

Los autores de las torturas fueron detectives 
de Investigaciones, pese a que dicho servicio había 
sido puesto, justamente a raíz del complot que pro- 
vocó la muerte de Schneider, bajo la dirección de 
un militar intachable y distinguido. 

Es seguro que éste no aprobaba las torturas. 
Tal vez ni Eduardo Frei Montalva ni Salvador Allen- | 
de tampoco, aunque ambos no podían menos de sa- e: 
ber de ellas. q 

Pero el hecho de que se practicaron fue tan 
público y notorio que la revista «Portada», de dere- 
cha, ironizó al respecto, sin ser en lo más mínimo 
contradicha por nadie. 

En un artículo titulado «¡Legalicemos la Tor- 
tura!», afirmaba: 

«Parece ser un hecho establecido que los sos- 
pechosos en el caso Schneider -o por lo menos al- 
gunos de ellos- han sufrido torturas a manos de la 
policía: aplicaciones eléctricas en Órganos y zonas 
sensibles del cuerpo; palizas, encierros en la oscu- 
ridad oen celdasinmundas y junto con fascinerosos, 
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pervertidos o provocadores, etc. 

«Resulta evidente también que tales torturas 
son inevitables. En efecto, no han podido terminar 
con ellas los superiores directos de los torturadores, 
a saber: el entonces Presidente de la República, un 
jurista demócrata y cristiano reconocido; su Minis- 
tro del Interior, Patricio Rojas, prestigioso ex fun- 
cionario de la OEA, a la cual ha vuelto ahora con 
unánime beneplácito; el Subsecretario del Interior 
del antiguo Gobierno, Juan Achurra, otro jurista 
demócrata y cristiano; y el Director interino de In- 
vestigaciones de los últimos días del gobierno de 


», Frei, el pundonoroso general (R) Emilio Cheyre. Si 





personas tan destacadas -e investidas además de 
- autoridad total sobre la policia- no han podido ter- 
minar con la tortura, nos parece indiscutible que ésta 
es inextirpable. 

«Por otra parte, asimismo, resulta evidente que 
la tortura, además de inevitable, es aceptada por la 
opinión pública (cursiva del original). La prueba está 
en que tales métodos son reprobados cuando afec- 
tan a los amigos, pero recibidos con complacencia 
o indiferencia si recaen sobre los enemigos. Cuan- 
do los torturados eran del MIR, VOP u otros movi- 
mientos de ultraizquierda, los círculos de derecha 
callaban, al paso que los juristas de izquierda, enca- 
bezados por el abogado y profesor universitario 
Eduardo Novoa, protestaban indignados ante la 
Corte Suprema, que por cierto no hizo nada. Ahora 
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que los torturados son de ultraderecha, es la dere- 
cha la que reclama, mientras los juristas de Novoa 
guardan su sensibilidad para mejor ocasión y la 
Corte Suprema continúa sin hacer nada. ¿Qué sig- 
nifica esto?. Simplemente, como decíamos, que pro- 
testar por las torturas es un recurso de las guerrillas 
políticas, pero que en el fondo a nadie le importan; 
luego, en forma tácita, todos las aceptan. 

«Concluimos, pues, que la tortura es un mal 
(hablando en teoría, como puristas), pero de esos 
males inevitables, y que la opinión pública, supre- 
mo juez en las democracias, a fin de cuentas tolera. 

«¿Por qué entonces no legalizarla y reglamen- 
tarla?» (2). 

Ese artículo pone de manifiesto la realidad de 





la moral pública a comienzos de los años ”70; y la... : 


manifiesta inequidad, ya invocada en otra parte de 
este libro, de pretender juzgar de acuerdo con los 
patrones morales de 1998 acontecimientos de aque- 
lla época. 


Más Torturas Bajo la UP 

La frecuencia y público conocimiento de que 
los opositores políticos ala Unidad Popular sufrían 
torturas a manos de la policía y servicios de seguri- 
dad del régimen dio lugar, precisamente, a que uno 
delos capítulos del Acuerdo de la Cámara de Dipu- 
tados de 23 de agosto de 1973, que representando a 
la mayoría democrática del país, solicitó la inter- 
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vención de las Fuerzas Armadas y Carabineros, di- 
jera textualmente: 

«10) Que entre los constantes atropellos del 
Gobierno a las garantías y derechos fundamentales 
establecidos en la Constitución, pueden destacarse 
los siguientes: 

«g) Ha incurrido en frecuentes detenciones ile- 
gales por motivos políticos, además de las ya seña- 
ladas con respecto a los periodistas, y ha tolerado 
que las víctimas sean sometidas en muchos casos a 
flagelaciones y torturas;» (3). 

Esa acusación de la mayoría democrática na- 
cía de las frecuentes denuncias formuladas por los 
opositores a Allende. Pero, una vez más, ellas no 
merecieron la atención de los Tribunales de Justicia 
ni de los organismos internacionales ni de los go- 
biernos de otros países. 

Para que se justificara esa alusión en el acuer- 
do de la Cámara los casos tenían que haber sido 
necesariamente numerosos, y lo fueron. 

Por otra parte, a diferencia del Gobierno Mili- 
tar, el de la Unidad Popular no debía enfrentar el 
desafío de movimientos subversivos y terroristas 
organizados. En realidad, los grupos terroristas que 
había antes de 1973 estaban formados justamente 
por elementos de izquierda extrema, afines al mis- 
mo gobierno de la Unidad Popular. 


104 


Policía de Investigaciones bajo la UP 

Uno de dichos movimientos, la Vanguardia Or- 
ganizada del Pueblo, asesinó a sangre fría en abril 
de 1971 al ex Ministro del Interior del Gobierno de 
Eduardo Frei Montalva, Edmundo Pérez Zujovic, a 
quien culpaba de la muerte de extremistas de iz- 
quierda que había tenido lugar en 1969 en el curso 
de una usurpación de terrenos en la ciudad de Puer- 
to Montt (4). 

Muy poco antes de asesinar a Pérez Zujovic la 
VOP había asaltado un negocio y asesinado a su 
dueño, al no querer éste entregar el dinero de la caja 
(5). 

El 23 de mayo, en otro asalto, había asesinado - 
al carabinero Tomás Gutiérrez (6). 

La reacción de Investigaciones, bajo la direc- 





ción del socialista Eduardo Paredes, tras el asesina- ** 


to de Pérez Zujovic, no se dejó esperar. 

Dos de los criminales, los hermanos Arturo y 
Ronald Rivera Calderón, fueron cercados y muer- 
tos por los agentes, en una operación sin contem- 
placiones y cuya radicalidad, de haber tenido lugar 
bajo el Gobierno Militar, habría generado un proce- 
so por «atropello a los derechos humanos» o a lo 
menos por «violencia innecesaria» y habría llevado 
alos caídos, los hermanos Rivera Calderón, a figu- 
rar en el Informe Rettig entre las víctimas de los 
«agentes del Estado». 

Perolos hermanos Rivera Calderón habían sido 
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muy próximos a la Unidad Popular y a los socialis- 
tas, en particular al Director de Investigaciones, 
Eduardo Paredes. Sus declaraciones Judiciales po- 
drían haber resultado muy incómodas para el régi- 
men. 

El cabecilla de la VOP, Arturo Rivera Calde- 
rón, como recién se dijo, acribillado junto a su her- 
mano por Investigaciones, había sido indultado por 
Allende junto con otros terroristas presos, en nom- 
bre de que se trataba de «muchachos idealistas», en 
diciembre de 1970, apenas éste asumió el poder. 

Otro militante de la VOP, y tercer asesino de 
Pérez Zujovic, desesperado y sabiendo que no tenía 
la menor posibilidad de sobrevivir, cobró vengan- 
za ante lo que consideró una traición de sus compa- 
ñeros de extrema izquierda, en particular de Eduar- 
do Paredes: revistió su cuerpo de explosivos y, con- 
vertido en un «hombre-bomba», se hizo volar en 
pedazos en el cuartel de Investigaciones, mientras 
intentaba llegar a la oficina de Paredes, provocando 
su propia muerte y la de cinco detectives que se 
encontraban en las proximidades (7). 


Denuncia contra Paredes 
Después del asesinato de Pérez Zujovic el Vice- 
presidente de la Democracia Cristiana, Osvaldo 


Olguín, hizo una denuncia contra Paredes en el Se- 
nado: 


«Dejó en libertad a autores materiales de crí- 
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menes, alos que tuvo en su oficina, y usó vehículos 
de Investigaciones para enviarlos a sus casas. No 
dio orden de perseguir a Ronald Rivera (sindicado 
como asesino de Pérez Zujovic), sabiendo que era 
autor de, por lo menos, dos crímenes anteriores. 
Porque el señor Paredes estuvo con anterioridad vin- 
culado al MIR y a la VOP» (8). 

Paredes estuvo acompañando a Allende en La 
Moneda hasta el último momento el 11 de septiem- 
bre de 1973. 

Las circunstancias de su muerte no han sido 
bien aclaradas, pero el Informe Rettig lo contabili- 
za como una víctima de los atropellos a los dere- 
chos humanos que achaca al Gobierno Militar. 


Torturas a Opositores Políticos a 

Pues Investigaciones, denunciada en el Sena- 
do por su ligazón con grupos armados izquierdistas 
en tiempos de la Unidad Popular, no era en absolu- 
to benévola con los opositores a ese Gobierno, pese 
a que los mismos no eran terroristas ni guerrilleros 
y carecían de armas. 

Algunos casos especialmente notorios ilustra- 
ron la situación. 

El primero fue el del joven director del diario 
«El Cóndor», de la ciudad de Santa Cruz, en la zona 
central de Chile, Maximiano Errázuriz, hoy diputa- 
dode Renovación Nacional. 
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Este periodista editorializaba con frecuentes y 
ácidas críticas contra el Gobierno de la Unidad Po- 
pular y Salvador Allende. 

El régimen entabló contra él una querella, am- 
parándose en la Ley de Seguridad Interior del Esta- 
do, cuya aplicación la izquierda años después criti- 
cara tanto al Gobierno Militar; y obtuvo que se des- 
pachara orden de detención contra el periodista. 

Sin embargo, éste no sólo fue detenido, sino 
también secuestrado. Detectives que le manifesta- 
ron pertenecer simultáneamente a la Policía de In- 
vestigaciones y al MIR, según refirió posteriormente 


p».. Errázuriz, lo transportaron a lugares rurales solita- 


rios y no se conformaron con golpearlo y torturarlo, 
mediante quemaduras de cigarrillos en diferentes 


 — partes del cuerpo, sino que lo amarraron a una vía 
JA férrea por la cual, desde luego, pasaban trenes, de- 
»>. jándolo así abandonado, en medio de su explicable 





angustia, durante un largo rato. 

Errázuriz manifestó que los agentes insistían 
en que firmara una declaración acerca de un supuesto 
complot contra el Presidente Allende, según decla- 
ró posteriormente al diario «El Mercurio» (9). 

Finalmente lo desataron y lo llevaron al presi- 
dio dela cercana ciudad de Rancagua, cuyo alcaide 
era un connotado militante de izquierda, quien re- 
solvió lanzar al periodista en medio de los peores 
criminales, con recomendación de que le propor- 
cionaran un trato «adecuado». 
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Otro caso ampliamente publicado y no desvir- 
tuado de apremios ilegítimos a un político opositor 
afectó al presidente de la J Uventud del Partido Na- 
cional, Juan Luis Ossa, 

Sus torturas motivaron Una protesta de la di- 
rectiva del partido, publicada en la prensa nacional; 
una acción judicial, que finalmente no prosperó por 
falta de pruebas, como siempre había sucedido en 
Chile, hasta el advenimiento del Gobierno Militar; 
y también se hizo una presentación ante la Comi- 
sión de Derechos Humanos de las Naciones Uni- 
das, que patrocinó el entonces senador y Presidente 
del Partido Nacional, Víctor García Garzena. 

Lamentablemente, la Comisión de Derechos 
Humanos desechó la denuncia por considerar que 
había sido presentada «fuera de plazo». 





Quienes no son de izquierda tienen poca suer- ... HR 


teen la defensa de sus derechos humanos. El actual 
caso Pinochet, por lo demás, ilustra lo anterior. 


Rasgos Comunes con Otros Casos 

El relato de Ossa sobre sus torturas tiene en 
común con el de Errázuriz que a ambos se les pre- 
tendió exigir una declaración en el sentido de que 
existía un complot contra el Gobierno. 

El relato de Ossa apareció en «El Mercurio» 
de 23 de enero de 1972 y en sus aspectos más 
ilustrativos dice: 

«El miércoles 12 de enero (de 1972) fui dete- 
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nido, junto con mis dos acompañantes, don Pablo 
Moraga y don Ricardo Sepúlveda, por carabineros 
de la plaza de peaje de Angostura, quienes manifes- 
taron que el automóvil en que viajábamos (de mi 
propiedad) había sido encargado por robo. 

«Luego de una prolongada espera, fuimos tras- 
ladados por detectives a la prefectura de Investiga- 
ciones de Rancagua, donde permanecimos incomu- 
nicados hasta el día siguiente. El traslado se hizo en 
medio de gran publicidad, ya que hasta Angostura 
concurrieron apresuradamente varios camarógrafos 
de televisión y numerosos periodistas de la Unidad 
Popular, e incluso, según se dijo, el diputado co- 


J  munista (Jorge) Inzunza. 





«Llegados al cuartel de Investigaciones de 
Rancagua y después de un corto lapso fui llevado 
hasta el segundo piso del inmueble. Allí, al final de 
la escalera correspondiente, fui sorpresivamente 
vendado en los ojos y, después de ser obligado a 
girar repetidamente en círculos para provocarme un 
mareo incipiente, se me condujo a una pieza ubica- 
da en el extremo opuesto... A continuación fui sen- 
tado en un sillón de madera premunido de brazos 
anchos, y maniatado fuertemente al mismo por 
muñecas y tobillos, previa colocación de almohadi- 
llas... 

«...siempre vendado, fui interrogado por va- 
rias personas... se me expresó que se conocían ca- 
balmente mi calidad de abogado, de vicepresidente 
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del Partido Nacional y de presidente de la J uventud 
Nacional, como asimismo mis vinculaciones socia- 
les e influencias, agregando que me harían cantar” 
y que mis declaraciones habrían de involucrar a mi 
partido y a los dirigentes y la sede del mismo. A 
estas advertencias, proferidas en medio de groseras 
injurias, siguió el anuncio de que se me aplicaría 
corriente eléctrica y de que, más tarde, sería arroja- 
do a un calabozo para ser ultrajado por delincuen- 
tes comunes. Esta presión psicológica culminó con 
la descarada afirmación de que, indudablemente, yo 
revelaría posteriormente los detalles de la tortura 
anunciada, pero no podría probarla fehacientemente. 

«A continuación, procedieron a aflojar parte 
de mis ropas y a colocarme un polo encima del oído 
izquierdo, sobre el cráneo, y otro en la ingle. Lue- 
go, fui amordazado fuertemente, con un paño que 





se me insertó entre los dientes. Durante los Aproxi- 


madamente cuarenta minutos siguientes recibí no 
menos de 20 aplicaciones de electricidad, algunas 
muy breves, otras de una duración que podría esti- 
mar en medio minuto o más. 

«Al cabo de unos minutos y como me era im- 
posible responder a todas las múltiples preguntas 
quese me formularon, por estar amordazado, se me 
indicó que cuando quisiera “cantar” levantara los 
dedos de una mano como señal de mi propósito. 

«Las preguntas tenían una marcada intención 
Política, Se intentó, entre otras cosas, que yo afir- 
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mara estar implicado en la formación de grupos ar- 
mados y en actividades sediciosas y terroristas; que 
yo vinculara a mi Partido con el Movimiento Patria 
y Libertad y Pablo Rodríguez; que admitiera mi 
supuesta participación en el atentado al monumen- 
to a Ernesto (“Ché”) Guevara y en el reciente baleo 
del chofer del Intendente de Llanquihue, etc. 

«Los efectos de la aplicación de los referidos 
golpes eléctricos son, literalmente hablando, indes- 
criptibles. ... los músculos entran espontáneamente 
en acceso y el cuerpo de la victima sufre toda clase 
de convulsiones y espasmos; se produce una rápida 
deshidratación, como secuela de una transpiración 
”copiosa; se prorrumpe en toda suerte de gemidos y 
gritos, ahogados por la mordaza... Sin embargo, ade- 
más de todo eso, la víctima experimenta una angus- 
tia moral que, según creo, debe ser similar a la de la 
agonía de la muerte, toda vez que se piensa que ésta 
sobrevendrá necesariamente, y, lo que es más, ella 
se desea como manera de poner fin al sufrimiento. 

«... Luego de unos 40 minutos de experimen- 
tar periódicamente la coacción ya descrita, fui des- 
pojado de las ligaduras y llevado a otra pieza. Allí 
se me quitó la venda y, esposado, aguardé tendido 
en el suelo el nuevo interrogatorio. 

«... Dicha diligencia se realizó durante más o 
menos cinco horas, según el procedimiento usual, 
pero encontrándome todavía bajo la presión física y 
psicológica del sufrimiento experimentado y del 


temor a que él se repitiera. En este nuevo interroga- 
torio participaron permanentemente ... dos funcio- 
narios...; además, en forma ocasional y esporádica, 
intervino el Subdirector de Investigaciones, Carlos 
Toro, el cual no se manifestó interesado en escu- 
char esta nueva declaración, sino sólo en que yo 
admitiera que la Juventud Nacional organiza “gru- 
pos armados”, alo que me negué». 


Un Sillón Antiguo 

Este relato resulta ilustrativo, porque revela ins- 
talaciones para la tortura electrica no improvisadas. 

Probablemente el sillón de madera de anchos 
brazos estaba ahí desde mucho antes del propio 
Gobierno de la Unidad Popular, lo cual correspon- 
de a la versión generalizada en Chile de que los 
«hábiles interrogatorios» con que la policía obtenía 
confesiones de los delincuentes o, bajo la Unidad 
Popular, también de personas honorables, como en 
los casos referidos, tenían lugar bajo tortura siste- 
mática. 

Además, esta denuncia implicó al Subdirector 
de Investigaciones de la época, Carlos Toro, de 
militancia comunista. Toro en la actualidad sigue 
siendo dirigente del PC chileno y se moviliza fre- 
cuentemente, junto a la Secretaria General de la 
colectividad, Gladys Marín, para denunciar atrope- 
llos a los derechos humanos bajo el Gobierno Mili- 
tar, entre ellos la tortura. 
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Nunca hubo la menor reacción del Gobierno 
de Allende ante las denuncias de Ossa, Errázuriz y 
muchos otros. Por cierto, el Subdirector de Investi- 
gaciones no fue removido; ningún juez se tomó la 
molestia de apersonarse en el cuartel de Rancagua 
a investigar nada, ni siquiera a mirar el sillón. Sólo 
cabe preguntarse si éste, con soportes anchos para 
apoyar los brazos y sus terminales eléctricos, sigue 
todavía ahí... 

Reconocimiento Implícito 

Casualmente, el autor de estes libro, quien fuera 
diputado en representación del Partido Nacional, en 
1973, pudo atestiguar una confesión implícita de los 
hechos referidos por Ossa, y de la liviandad con que 
las autoridades de la época, y el país en general, 
como lo denunciaba la revista «Portada», juzgaban 
el tema de la tortura a los disidentes políticos. 

En efecto, alrededor de marzo del mismo año 
1972, me encontraba almorzando en compañía del 
entonces diputado y después senador Patricio 
Phillips, del Partido Nacional, en un restaurant cén- 
trico de Santiago, de nombre «Maistral», de afama- 
da cocina centro-europea y regentado por un noble 
checoslovaco que había huido del comunismo en 
su patria. 

Imprevistamente entraron al recinto el Direc- 
tor de Investigaciones, Eduardo Paredes, acompa- 
ñado de media docena de funcionarios de su servi- 
cio, y se instalaron en una de las mesas. 
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Dio la casualidad de que había una antigua 
amistad entre el diputado Phillips y el padre de 
Eduardo Paredes, de modo que el primero se levan- 
tó de nuestra mesa, mientras el segundo hacía lo 
propio desde la suya, y se acercaron a saludarse 
mutuamente y a preguntarse por sus respectivas fa- 
milias. Hecho esto, pude oír que Phillips inquirió 
con severidad a Paredes: 

-¿Cómo pudieron hacerle eso al chiquillo Ossa? 

La respuesta que escuché de Paredes fue, 
aproximadamente, la siguiente: 

-Pero si no le hicimos nada... Mire, don Patri- 
cio: le mostramos una pilita eléctrica, de esas chi- 
cas, desde la puerta de la oficina, y eso bastó para 
que comenzara a contr toda su vida sin que pudiéra- 
mos pararlo... 


Los acompañantes de Paredes celebraron con A 
risas la descripción. 

Para Phillips y para mí las palabras de Paredes 
fueron un reconocimiento de que las torturas a Juan 
Luis Ossa habían sido reales, aunque no hubieran 
dejado huellas visibles que pudieran ser probadas 
ante los tribunales. 

¿Se pretende con estos testimonios decir que 
la tortura se practicó siempre en Chile y que, por 
consiguiente, era justificado que bajo el Gobierno 
Militar se la siguiera practicando? 

No. Pero sí debe considerarse como un ate- 
nuante de los casos que se presentaron con poste- 


115 





rioridad al 11 de septiembre de 1973 el hecho de 
que los apremios ilegítimos fueran habituales, tra- 
dicionales y antiguos en los procedimientos 
policiales chilenos. 

Honestamente debe concluirse que, si la poli- 
cía y los órganos de seguridad de los gobiernos de- 
mocráticos los practicaban de manera habitual en 
interrogatorios a personas que ni siquiera eran te- 
rroristas, y desde luego torturaban indiscrimina- 
damente a los inculpados de terrorismo, era difícil 
esperar que bajo un régimen autoritario, inicialmente 
improvisado, no preparado para gobernar, surgido 


mig de una emergencia histórica y amenazado por miles 





de guerrilleros y terroristas armados, no hubieran 
existido casos de tortura. 

En países afectados crónicamente por el terro- 
rismo, como Israel, la situación ha sido regulariza- 
da de una manera sui generis: anualmente el Con- 
greso aprueba una ley que regula los apremios físi- 
cos que se pueden aplicar a los sospechosos de te- 
rrorismo en los interrogatorios policiales y de los 
Órganos de seguridad. De eso nos podemos infor- 
mar anualmente a través de la prensa y, que se sepa, 
no hay revuelo mundial por tan singular fórmula 
para cohonestar la tortura, parecida a la que propo- 
nía «Portada» a comienzos de 1971. 

Pero situaciones como las que se han relatado 
contribuyeron a la odiosidad extrema que en la po- 
blación se había gestado hacia el régimen marxista, 
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y que se manifestó con posterioridad al 11 de sep- 
tiembre de 1973, 

Quienes sembraron el odio y el abuso cose- 
charon después los frutos amargos de su siembra. 


La Tortura se Empieza a Castigar 

Bajo el régimen militar, como antes se dijo, 
por primera vez se investigaron judicialmente y se 
castigaron las torturas comprobadas. 

En la actualidad sigue cumpliendo su pena de 
diez años de presidio el ex mayor de Ejército Car- 
los Herrera Jiménez, por haber golpeado en el cur- 
so de un interrogatorio al transportista vinculado al 
FPMR, Mario Fernández, en La Serena, causándo- 
le la muerte. 

La versión publicada en los diarios sobre el 





caso, profusamente citado, señala: 1) Fernández era... HE 


demócratacristiano; 2) Fue golpeado por agentes de 
la CNI; 3) Perdió la vida a raíz de las torturas reci- 
bidas. 

¿Son falsos esos hechos? No lo son, pero tam- 
poco representan toda la verdad. El propio Informe 
Rettig consigna una parte significativa de ella (10). 

Refiere que el 18 de octubre de 1984 falleció 
Mario Fernández López, de 49 años, transportista, 
militante del Partido Demócrata Cristiano, Fue de- 
tenido en la madrugada del 17 de octubre en su do- 
micilio en la ciudad de Ovalle, por agentes de la 
CNL Fue conducido a La Serena, a dependencias 
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de dicha institución, donde fue objeto de torturas 
por parte de sus funcionarios. 

«Al otro día debió ser trasladado desde ese re- 
cinto al Servicio de Urgencia del Hospital Regional 
de La Serena, en donde ingresó agónico. Su muerte 
se produjo a las 22.30 horas a consecuencia de fuer- 
tes violencias recibidas a nivel de la pared abdomi- 
nal, lo que le causó un shock hipobolémico por rup- 
tura traumática, de acuerdo al protocolo de autop- 
sia». 

La justicia, esta vez, investigó el caso. La con- 
dena final fue de diez años de presidio para el prin- 
,. Cipal responsable, el mayor Herrera Jiménez, que 

"prestaba en ese tiempo servicios en la CNI 

¿Por qué se propinaron golpes a un «transpor- 
tista demócratacristiano»? ¿Se trató de una perse- 
cución por motivos ideológicos? Es lo que mucha 
gente cree y lo que, sin fundamento alguno, afirma 
la dupla Garcés-Garzón en sus requerimientos. 

Pero ésa no es la verdad. Esta nos la ha revela- 
do uno de los principales jefes del Frente Patriótico 
Manuel Rodríguez, entidad comprometida con el 
terrorismo y la guerrilla, prohijada y fundada en 
Chile por el Partido Comunista, con amplio apoyo 
cubano. 

Sergio Buschmann, cabecilla del FPMR, na- 
turalmente libre en el Chile de hoy, en el cual los 
subversivos no sólo han sido perdonados, sino que 
se han convertido en «víctimas» y acusadores, se 
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explayó en un reportaje titulado: «Las Vacaciones 
de Buschmann, el Ultimo Guerrillero» (11). 

He aquí parte de la-entrevista a Buschmann: 

« -Usted afirmó que el transportista 
demócratacristiano Mario Fernández, asesinado (sic) 
por agentes de la CNI en 1984, era miembro del 
Frente Manuel Rodríguez. ¿En qué actividades 
rodriguistas participó? 

«-No, eso no lo puedo decir. Sólo puedo decir 
que de la mayoría de los partidos políticos había 
gente que participaba en el Frente. Uno de ellos era 
Fernández». 

Nunca puede justificarse el golpear a un dete- 
nido. Pero tiene diferente connotación, incluso jurí- 
dica, golpear a un inocente transportista DC, que a 
un miembro de un grupo terrorista que transporta 





explosivos, asilado en una aparente militancia aje- ...d] 


na al terrorismo, sobre todo si esos explosivos esta- 
rán destinados a cometer atentados que pueden cos- 
tar vidas, como poner bombas en el Metro, incen- 
diar buses de la locomoción colectiva o hacer esta- 
llar autos-bombas. 

Todos esos atentados fueron cometidos en 
Chile por el FPMR y, aunque con menor frecuen- 
cia, siguen siéndolo. 


«Comando de Vengadores de Mártires» 


Aparte del ya referido caso del transportista 
Fernández, fue notoria la investigación judicial y 
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posterior condena de los miembros de una organi- 
zación llamada «Comando de Vengadores de Már- 
tires» (COVEMA) e integrada por funcionarios de 
Investigaciones, bajo el Gobierno Militar. 

También en ese caso encontró la muerte, tras 
ser castigado por detectives, un elemento del MIR, 
Eduardo Jara Aravena, interrogado acerca del ase- 
sinato del coronel Roger Vergara, obra del MIR, 
según lo reconoce el Informe Rettig (12). 

Jara fue sometido a apremios ilegítimos, lue- 
go de los cuales fue liberado. 

Tras su liberación, se sintió en malas condi- 
ciones y acudió a la Posta N* 4 de Santiago, donde 
falleció el 2 de agosto de 1980 (13). 

Estos hechos dieron lugar a un procedimiento 
Judicial que terminó en la condena de un grupo de 
detectives que habían formado por su cuenta el lla- 
mado COVEMA, disuelto a raíz de la acción de la 
justicia. 

Ese grupo, ciertamente, no era una organiza- 
ción del Gobierno y la justicia quedó encargada de 
investigar sus actividades, las que justamente pudo 
sancionar a raíz del caso Jara. 

En resumen, hay cinco cosas que considerar 
frente a la imputación absolutamente infundada de 
que Augusto Pinochet es responsable del delito de 
tortura: 

Primera: Jamás hubo prueba alguna que vin- 
culara a su persona con alguna situación de apre- 
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mios ilegítimos a detenidos; jamás se ha comproba- 
do la existencia de alguna orden suya, escrita O ver- 
bal, en el sentido de aplicar a alguien esa clase de 
apremios. 

Segunda: Antes del Gobierno Militar la tortu- 
ra era una práctica generalizada de la policía para 
interrogar a detenidos en Chile. Era conocida de los 
gobernantes, los políticos, los abogados y los jue- 
ces. Ella se practicó libremente bajo los gobiernos 
de Frei Montalva y Allende, sin que hubiera pre- 
ocupación interna o internacional por eso y sin que 
acción judicial alguna la castigara. 

Tercera: Por primera vez, es verdad que más 
en razón de las presiones internacionales que por 
una reacción interna, bajo el Gobierno Militar y 
desde fines de los años 70 y comienzos de los "80 
se siguieron procesos por torturas a los sospecho- 
sos de haberla practicado y, de hecho, se les castigó 
con severas penas. 

Cuarta: En este tema, como en otros, parece 
muy injusto aplicar a hechos ocurridos hace un cuar- 
to de siglo los exigentes -y muy justificados- crite- 
rios de ética imperantes en 1998, forjados a través 
de dos décadas y media de preocupación por los 
derechos humanos. 

Quinta: Si menudeaban las denuncias de tor- 
turas bajo gobiernos fiscalizados por un Parlamen- 
to y contra los cuales no había una amenaza armada 
significativa de carácter subversivo, era obviamen- 
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te exagerado esperar que bajo un -en sus inicios- 
improvisado Gobierno Militar, que debía enfrentar- 
se a una amenaza de miles de irregulares armados, 
sufriendo crónicos atentados terroristas de fuerzas 
guerrilleras con amplio apoyo externo, hubiera po- 
dido esperarse la inexistencia de esta lacra. 

Sexta: Al respecto no sólo no ha habido impu- 
nidad para la tortura, sino al contrario, ésta se casti- 
ga con mayor severidad que crímenes peores, como 
asesinatos a sangre fría cometidos por extremistas 
de izquierda. 

Así, mientras éstos han recibido generosos 
perdones e indultos, un uniformado que provocó la 
muerte de un extremista a raíz de golpearlo durante 
un interrogatorio cumple diez años de presidio y no 
se le ha franqueado ninguno de los beneficios reco- 
nocidos a quienes él ayudó a combatir. Ni siquiera 
se le validó como atenuante el haber procurado evi- 
tar la muerte de su víctima, llevándola a un hospital 
público, lo que, de paso, facilitó su propia incrimi- 
nación. 


NOTAS DEL CAPÍTULO VIH: 


(1) Revista «Punto Final», Santiago, Martes 18 de 
agosto de 1970, Suplemento de la edición N* 111. 
(2) Revista «Portada», N* 16, Santiago, noviembre 
de 1970, Suplemento «El Mes», p. 9,9. 

(3) Acuerdo adoptado por la Honorable Cámara de 
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S.E. el Presidente de la República, reproducido en 
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(7) «El Mercurio», Santiago, 16 de junio de 1971. 
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(11) «El Mercurio», Santiago, 12 de noviembre de 
1995, p. D-10. 

(12) Informe Rettig, op. cit., p.155. 

(13) Informe Rettig, op. cit., p. 150. 








IX. LA ACUSACIÓN DE «TERRORISMO» 


Después de la de un inexistente «genocidio», 
la acusación de «terrorismo» formulada por la dupla 
Garcés-Garzón contra Augusto Pinochet es la de 
mayor inconsistencia, precisamente porque el terro- 
rismo fue siempre la principal amenaza contra el 
Gobierno Militar encabezado por él. 

Desde luego, sólo en los tres últimos meses de 
1973 hubo 30 muertos y 48 heridos uniformados 
como consecuencia de atentados terroristas, como 
antes se ha detallado. 

En 1974, contabilizando sólo los atentados que 
provocaron heridos o muertos uniformados, se re- 
gistró un número de 52; en 1975 disminuyeron a 
menos de la mitad, 25; y en 1976 a tan solo tres (1). 
Posteriormente, al fundarse el FPMR comunista, en 
1983 y años siguientes las víctimas de atentados 
volvieron a aumentar, en particular en 1986 (2). 

Ese año los atentados terroristas del FPMR pro- 
vocaron la muerte de cuatro civiles, once carabine- 
ros y un soldado, en atentados que fueron desde ata- 
car con «bombas vietnamitas» un bus de Carabine- 
ros hasta poner un explosivo en plena sesión de la 
rueda de operaciones de la Bolsa de Comercio de 
Santiago. 

Aparte de lo anterior, ese mismo año el FPMR 
secuestró al hijo de un empresario, Gonzalo Cruzat, 
cobrando un rescate de quinientos mil dólares; y al 
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Subdirector del diario «La Nación», Sebastiano 
Bertolone, sin que se informara de rescate. 

Estas cifras se refieren sólo a la acción de 
FPMR y no incluyen atentados cometidos por otros 
grupos de extrema izquierda, como, des 
MIR. 

En otras palabras, el Gobierno Militar debía 
forzosamente desplegar una acción peventiva efi- 
caz todavía en la década de los años *80. 

Pero como demostración de su propósito de 
evitar cualquier atropello a los derechos humanos 
en esa tarea, se dictó la ley N* 18.623, de 11 de 
junio de 1987, que prohibió a la Central Nacional 
de Inteligencia (CND), el máximo organismo de se- 
guridad, mantener personas detenidas, obligándola 
a ponerlas a disposición de los cuerpor policiales 
regulares, que a su turno tenían y tienen la obliga- 
ción de ponerlas a disposición de los tribunales. 

Dicha ley expresaba textualmente: «Todo in- 
dividuo aprehendido por la Central Nacional de In- 
formaciones en virtud de orden emanada de autori- 
dad competente, deberá ser detenido o arrestado en 
su casa o conducido de inmediato a una cárcel o a 
un lugar público de detención según lo determine el 
respectivo mandamiento». 

Por cierto, podían también suceder abusos en 
esos casos. De hecho, todavía puden tener lugar: 
bajo el actual Gobierno de Eduardo Frei Ruiz-Tagle 
se han registrado varios. Ello ciertamente no auto- 


de luego, el 
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riza a acusar personalmente al actual Presidente de 
atropellar los derechos humanos, ni menos autori- 
zará a someterlo a prisión en cualquier país, cuando 
deje el cargo, en virtud de una orden de algún juez 
español adversario político suyo, como le ha acon- 
tecido al ex Presidente Pinoche!t.. 

Algunos casos por los cuales se acusa de «te- 
rrorismo» a éste resultan especialmente ilustrativos 
de la falta de fundamento que existe para hacerle 
semejante imputación. 


Casos Prats y Leighton 
El general Carlos Prats y su cónyuge fueron 
asesinados en 1974 en Buenos Aires, mediante un 


- explosivo colocado en su automóvil. 





Ese doble crimen ha sido investigado durante 
25 años por la justicia argentina. Por más esfuerzos 
que han desplegado la parte querellante y la propia 
jueza María Servini de Cubría, no se ha podido pre- 
sentar una sola prueba de participación, en forma 
alguna en el hecho, de Augusto Pinochet, quien 
siempre ha reiterado, por lo demás, el aprecio y la 
amistad que sentía por su colega Prats y su cónyu- 
ge. 

Sobre la base de presunciones, la jueza Servini 
de Cubría mantiene en prisión a un ex militar chile- 
no que residía en Buenos Aires a la fecha del aten- 


tado, Este siempre ha negado su participación en el 
doble atentado. 
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En cuanto al proceso por el atentado a balazos 
que dejara heridos a Bernardo Leighton y su cón- 
yuge, en Roma, fue cerrado por la justicia italiana 
“ tras una completa investigación, terminando con la 
condena de un extremista vinculado al fascismo ita- 
liano, Steffano Delle Chiaie. 

El propio Gobierno italiano ha reiterado recien- 
temente que en dicho proceso no se presentó evi- 


dencia alguna que vinculara al ex Presidente 
Pinochet con ese caso. 


El Caso Letelier 

El 21 de septiembre de 1976 una bomba colo- 
cada bajo el automóvil del ex Canciller de la Uni- 
dad Popular, Orlando Letelier, entonces residente 
en Washington DC, lo asesinó a él y también a su 
secretaria Ronnie Moffit, que viajaba a su lado. 

La exlosión se produjo en Dupont Circle, en 
las proximidades de la residencia de la embajada 
Chilena en Washington, y no lejos también de las 
oficinas de la misma, en los precisos días en que 
una misión oficial enviada por el Gobierno Militar 
viajaba a la capital norteamericana para gestionar 
Una importante apoyo crediticio. 

Como es obvio, el Gobierno chileno negó, des- 
de un primer momento, cualquier vinculación con 
un atentado acerca de cuya gestación nada sabía y 
que sólo podía acarrearle perjuicios a su imagen y a 
su crédito internacionales. 
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Dos años después las investigaciones de la jus- 
ticia norteamericana identificaron a un sospechoso 
de haber puesto esa bomba, el ciudadano norteame- 
ricano Michael Vernon Townley, residente en Chi- 
le, 

Dicha persona, que había en años anteriores 
tenido alguna vinculación con la CIA norteameri- 
cana, había trabajado después para la DINA. 

El Gobierno Militar negó en todo momento 
tener conocimiento de lo obrado por Townley, al 
tiempo que recibía las seguridades en el mismo sen- 
tido del Director de la DINA, coronel Manuel 
Contreras. 

Al propio tiempo, dio todas las facilidades ne- 
cesarias para investigar el caso, partiendo por ex- 
cluirlo de la Ley de Amnistía de 1978. 

Cuando las autoridades norteamericanas le de- 
mandaron la entrega de Townley, y pese a que aquél 
podía ejercer algunos derechos para no ser entrega- 
do (había un proceso pendiente en su contra desde 
1972 en la ciudad de Concepción), el Gobierno 
Militar simplemente procedió a expulsarlo del te- 
rritorio, en uso de sus atribuciones administrativas, 
poniéndolo en manos de la justicia estadounidense. 

Ante ésta Townley llegó a un acuerdo median- 
te el cual, a cambio de una completa confesión, ob- 
tuvo una nueva identidad y una pena reducida. 

De dicha confesión se desprendía la responsa- 
bilidad en la muerte de Letelier de un grupo de cu- 
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banos en el exilio y de la DINA. 

Finalmente en los EE. UU. los cubanos incul- 
pados y condenados obtuvieron su libertad median- 
te diferentes recursos judiciales y no hay allá nadie 
cumpliendo condena por ese crimen. 

Pero el mismo fue perseguido también ante la 
justicia chilena, que terminó condenando, pero sólo 
en virtud de presunciones, no de pruebas directas 
con validez jurídica (en Chile el testimonio com- 
pensado de Townley carece de fuerza probatoria), a 
Manuel Contreras y Pedro Espinoza, ex Director y 
ex Jefe de Operaciones de la DINA, a siete y seis 
años de presidio, respectivamente, por el asesinato 
de Letelier (3). 

De hecho, entonces, ha existido en ese caso 
menos «impunidad» en Chile que en el extranjero. 

A ambos ex oficiales, que todavía cumplen sus 
condenas, pues les han sido denegados todos los be- 
neficios para reducirlas o aliviarlas, los mismos que 
bajo la administración Aylwin (1990-94) fueron re- 
conocidos sin excepción a extremistas de izquierda 
y terroristas que hubieren delinquido hasta 1990 y 
cuyos actos no hubieren estado cubiertos por la 
amnistía de 1978. ) 

Ser de izquierda tiene sus ventajas ante la jus- 
ticia, no sólo mundial, sino también chilena. 

Los procesos incoados en los Estados Unidos 
y en Chile han permitido saber que no existió ni 
Una sola prueba de participación en el delito inves- 
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tigado de Augusto Pinochet. Con todo, pasando por 
sobre la cosa juzgada, la justicia española pretende 
también procesarlo por ese delito, sin pruebas, na- 
turalmente. 

El más elocuente reconocimiento de la inocen- 
cia de Augusto Pinochet en el caso Letelier lo ha 
brindado el hijo del ex Canciller asesinado, el dipu- 
tado Juan Pablo Letelier. 

Si bien él, probablemente no pudiendo resistir 
la tentación publicitaria, se presentó recientemente 
ante los lores británicos que denegaron el hábeas 
corpus a Pinochet como «hijo de una de sus vícti- 
_. mas», poco antes, cuando fuera preguntado en Chi- 
le por la periodista Raquel Correa sobre la culpabi- 
lidad del ex Presidente, el diálogo se desarrolló así: 

«Raquel Correa: Usted se ha dedicado el últi- 
mo tiempo a exculpar de toda responsabilidad al 
Ejército de Chile y a su Comandante en Jefe. 

«Juan Pablo Letelier: No me he dedicado a 
exculpar; lo que he dicho una y otra vez, porque me 
enseñaron a hablar con la verdad, es que no hay nin- 
guna evidencia que fluya del proceso de miles de 
fojas que permita sostener que hay participación del 
Ejército ni de su Comandante en Jefe en el asesina- 
to de Orlando Letelier» (4). 


Dirigentes Comunistas Degollados 


Con igual falta de fundamento se imputa a 
Augusto Pinochet su participación culpable en ca- 
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sos en los cuales el Gobierno Militar no sólo no in- 
tervino, sino que proveyó a la justicia los medios 
para sancionar a los responsables. 

En marzo de 1985 tres dirigentes comunistas 
fueron apresados en un aparente procedimiento po- 
licial, pero ninguna autoridad se responsabilizó de 
haberlos detenido. 

El Gobierno, careciendo de información, pl- 
dió a los tribunales con urgencia la designación de 
un ministro en visita de la Corte de Apelaciones para 
que investigara el caso. 

Lamentablemente, dos días después aparecie- 
ron los cadáveres de los aprehendidos, muertos por 
degollamiento, en un camino rural. 

El Gobierno encargó a su organismo de inteli- 
gencia, la CNI, que investigara los hechos, lo que 
hizo, comprobando que habían sido elementos del 
Cuerpo de Carabineros, actuando clandestinamen- 
te, los autores del secuestro. La CNI puso en manos 
del ministro en visita investigador, José Cánovas, 
de la Corte de Apelaciones de Santiago, estos ante- 
cedentes. 

A todo esto, la Junta de Gobierno (Poder Le- 
gislativo, durante el período de transición 1981- 
1990) a instancias del Presidente Pinochet, solicitó 
al general Director de Carabineros, que era miem- 
bro de la Junta, su renuncia al cargo. 

Mendoza fue inmediatamente separado, por la 
responsabilidad superior que le cabía al haber apa- 
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recido miembros de su institución envueltos en el 
caso del secuestro de los dirigentes comunistas. 
Sólo muchos años después los tribunales vi- 
nieron a confirmar lo que la CNI había puesto en su 
conocimiento desde un primer momento: que un 
grupo de carabineros habían sido los autores del 
secuestro y muerte de los dirigentes comunistas. 
Ni los querellantes ni la Justicia querían re- 
nunciar a la posibilidad de comprometer a organis- 
mos de inteligencia o al Gobierno en el caso. 
] A todo esto, el crimen sirvió para sacar a luz 
"un hecho notable: uno de los asesinados, José Ma- 
;  nuel Parada, era el encargado del archivo y jefe del 
Departamento de Análisis de la Vicaría de la Soli- 
daridad del Arzobispado de Santiago, y hasta la fe- 
cha de su asesinato nadie se había enterado en di- 
cha institución ni en la Iglesia de que era un alto 
dirigente comunista (5). 

Si esta comprobación resultó bastante sorpren- 
dente, más lo fue la que un año después apareció en 
la prensa: un elemento del FPMR, Alfredo Malbrich, 
aprehendido en 1986 por las fuerzas de seguridad, 
mencionó a Parada como quien lo reclutó para el 
grupo terrorista. 

En sus declaraciones, Malbrich señaló, en efec- 
to: 

«El 1(de mayo de 1979 soy detenido por cara- 
bineros en la Alameda Bernardo O'Higgins y tras- 

Jadado a la 1a, Comisaría. Mi esposa concurrió a la 
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Vicaría de la Solidaridad y pone un recurso de am- 
paro a mi favor. Al quedar libre, concurro a la 
Vicaría, lugar en el que trabo amistad con José Ma- 
nuel Parada, el cual me pide que colabore prestan- 
do el teléfono de mi casa como buzón y llevando 
pequeños recados. Posteriormente me preguntó si 
me gustaría colaborar en una forma más sistemáti- 
ca; al aceptar, me dice que me dará un vínculo con 
Enrique». 

A partir de allí, Malbrich refiere sus activida- 
des en compra y transporte de armas, sus viajes a 
Argentina, Bolivia, Panamá y Alemania, como co- 
rreo del PC; su participación en el gran desembarco 
de armas de Carrizal Bajo, antes descrito, «para ins- 
taurar un gobierno revolucionario marxista-leninis- 
ta, siguiendo el ejemplo de Cuba y Nicaragua», se- 
gún sus palabras (6). 

Finalmente, después de diez años de proceso, 
el asesinato de los dirigentes comunistas y del FPMR 
es castigada con presidio perpetuo para cuatro cara- 
bineros y un civil que colaboraba con ellos; y con 
una condena a 15 años para un ex capitán de la po- 
licía que fue cómplice de los hechos (7). 

Una vez más se puso en evidencia en Chile 
que la severidad para castigar a Un policía que ha 
asesinado a un terrorista ha sido mucho mayor que 
la aplicada a un terrorista que ha asesinado a un 
policía. Ñ 

En todo caso, el proceso por el crimen de los 
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tres dirigentes comunistas-FPMR no sólo no regis- 
tró responsabilidad alguna del Gobierno que presi- 
día Augusto Pinochet, sino, por el contrario, fue la 
diligencia de ese Gobierno la que permitió contar 
desde el primer momento con los antecedentes para 
aclarar lo sucedido y sancionar a los responsables, 


Muerte del Sacerdote Alsina 

En la acusación de la dupla Garcés-Garzón fi- 
gura también como imputada a Augusto Pinochet la 
muerte del sacerdote español residente en Chile en 
1973, Juan Alsina. 

Pues bien, una muy completa y objetiva inves- 
tigación del Canal Nacional de Televisión, contro- 
lado por la Concertación gobernante, (es decir, se 
trata de un canal de línea políticamente adversa al 
Gobierno Militar) fructificó en un programa-repor- 
taje de la serie llamada «Informe Especial». 

Fue exhibido por esa red en horario preferen- 
cial el 11 de agosto de 1994. 

Dicho programa, que puede ser solicitado a la 
estación, determinó, en síntesis: 

1) El sacerdote Alsina se desempeñaba, al 11 
de septiembre de 1973, como Jefe de Personal del 
Hospital San Juan de Dios de Santiago. 

2) Al producirse el pronunciamiento militar, 
otros sacerdotes de su congregación le recomenda- 
ron no continuar asistiendo a su trabajo, por el peli- 
gro que ello podía representarle; pero Alsina les re- 
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plicó que no tenía ninguna responsabilidad en he- 
chos que pudieran hacerlo acreedor a alguna sospe- 
cha por parte de los militáres; 

3) El mismo sacerdote, durante el Gobierno de 
la UP, había comprobado un cuantioso fraude ad- 
ministrativo en el Hospital, por parte de varios fun- 
cionarios, entre ellos algunos afines a la UP; 

4) Estos elementos, en conocimiento de que 
un bando militar (antes citado) amenazaba con se- 
veras penas y hasta fusilamiento a quienes mantu- 
vieran armas clandestinas en su poder, informaron 
falsamente a los militares que Alsina las acumulaba 
en el Hospital, en el cual las mismas efectivamente 
habían sido halladas; 

5) Una patrulla del Regimiento «Yungay» de 
San Felipe, al mando de un capitán de apellido 
Cáraves, detuvo ante tales denuncias, el 19 de sep- 
tiembre, al sacerdote Alsina, lo condujo en un vehí- 
culo hasta un puente sobre el río Mapocho y allí lo 
fusiló como responsable de mantener y distribuir 
armas en la clandestinidad, aplicándole el máximo 
rigor del bando N* 23; 

6) El equipo periodístico del programa 
televisivo buscó al capitán Cáraves, sólo para en- 
Contrarse con que había fallecido prematuramente 
en un pueblo cercano a Viña del Mar. Entre sus co- 
nocidos había un sacerdote, último confesor del ca- 
pitán, que fue entrevistado y reveló haber recibido 
su confesión y expresión de pesar y remordimiento 
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de por vida, tras enterarse, después del fusilamiento 
de Alsina, de la falsedad de las acusaciones que ha- 
bían dado lugar a la drástica medida en su contra. 

Naturalmente, en la confusión y violencia de 
los días inmediatos al 11 de septiembre, muchos 
episodios lamentables como ése tuvieron lugar. 

Es profundamente injusto achacar directamente 
una muerte en tales circunstancias al entonces Co- 
mandante en Jefe del Ejército y miembro de la Jun- 
ta de Gobierno, que había visto morir a decenas de 
sus hombres bajo las balas de la extrema izquierda 
y que, en ese momento, no podía saber la magnitud 
del desafío armado que representaba ésta, lo cual la 
- obligaba a proceder enérgicamente. 


NOTAS DEL CAPÍTULO IX: 


(1) «Presentación del Ejército a la Comisión Nacio- 
nal de Verdad y Reconciliación», op. cit., tomo IV, 
p. 112, 

(2) Heinecke Scott, Luis: «Crónica de un Asedio», 
op. cit., tomo l, p. 9%. 

(3) «El Mercurio», Santiago, 31 de mayo de 1995, 
p. A-1l. 

(4) «El Mercurio», Santiago, 4 de junio de 1995, p. 
D-2, 

(5) Informe Rettig, op. cit., p. 254, 

(6) a Mercurio, Santiago, 28 de agosto de 1986, 
p. A-1. 
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X. LA OPERACIÓN CÓNDOR 


Cuando existe una amenaza terrorista de ca- 
rácter internacional, las policías de seguridad de los 
países amenazados se coordinan. Esto no sólo es 
lógica y jurídicamente irreprochable, sino que ha 
sido y sigue siendo así. Leemos en estos días el si- 
guiente cable: 

«La Rochelle, Francia (AFP y Reuters): El Pre- 
sidente francés, Jacques Chirac, y el Primer Minis- 
tro, Lionel Jospin, confirmaron al Jefe del Gobier- 
no español, José María Aznar, la adhesión de Fran- 
cia a la lucha antiterrorista en España, al terminar 
— ayer la cumbre franco-española de La Rochelle. 

«Francia continuará su política de cooperación 
policial con España, dijo Chirac tras clausurar la 
cumbre, mientras que Jospin precisó que su gobier- 
no espera que España sea liberada de la violencia. 

«“Confirmo que el gobierno francés continua- 
rá su cooperación judicial y policial con España, 
acompañándola dentro del respeto de sus decisio- 
nes”, dijo Jospin. 

«Aznar, por su parte, agradeció esta coopera- 
ción francesa contra el terrorismo esperando que 
permita dar nuevos pasos en el escenario creado por 
la decisión de tregua de ETA y que podría permitir 
“terminar con el terrorismo”» (1). 
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La Internacional Terrorista 

El desafío terrorista contra los gobiernos lati- 
noamericanos, hace 25 años, era una derivación de 
la Guerra Fría. En 1974 se fundó en París una Junta 
de Coordinación Revolucionaria (JCR), integrada 
por el Ejército de Liberación Nacional (ELN) de 
Bolivia, el Ejército Revolucionario del Pueblo (ERP) 
de Argentina, el Movimiento de Liberación Nacio- 
nal - Tupamaro (MLN-T) de Uruguay y el Movi- 
miento de Izquierda Revolucionaria (MIR) de Chi- 
le. 

El Secretario General de esa JCR era ¡cómo 
no! el cubano Fernando Luis Alvarez, miembro de 
la central de inteligencia cubana DGI y esposo de 
Ana María Guevara, hermana del «Ché» Guevara. 

La Comisión Política del MIR, en su perióico 
«El Rebelde en la Clandestinidad», daba cuenta en 
octubre de 1974 de aquel hecho, en los siguientes 
términos: 

«9.- En el campo internacional nuestro partido 
redoblará la coordinación y trabajo conjunto con el 
ERP, el MLN-Tupamaros, el ELN de Bolivia y jun- 
to con ellos luchará por fortalecer y acelerar el pro- 
ceso de coordinación de la Izquierda Revoluciona- 
ria Latinoamericana y Mundial... e 

«10.- ...llamamos a todas las organizaciones y 
movimientos hermanos a redoblar la lucha en sus 
propios países, a fortalecer y ampliar la Junta Coor- 
dinadora del Cono Sur» (2). 


139 











Alianza contra el Terrorismo 

¿Qué podían hacer los gobiernos amenazados 
frente a una internacional terrorista? Obviamente, 
lo mismo que hoy hacen España y Francia: coordi- 
nar sus acciones antiterroristas. Así nació la «Ope- 
ración Cóndor». 

Si en el curso de sus operaciones se cometie- 
ron delitos, querría decir que sucedió algo parecido 
que con la operación GAL de la seguridad española 
en Francia: esos delitos debieron castigarse en la 
persona de quienes los cometieron. 

En Chile y los demás países envueltos en el 
supuesto convenio hasta hoy tales delitos no han 
resultado acreditados, pese a que las puertas de los 
tribunales de los países involucrados han estado 
abiertas para denunciarlos y hacerlos investigar. 

Pero, así como a Baltasar Garzón no se le ocu- 
rrió someter a proceso a Felipe González por actua- 
ciones indebidas de subordinados suyos -de las cua- 
les se acreditó que éste tuvo una constancia mucho 
más explícita que cualquiera que Augusto Pinochet, 
en su oportunidad, se haya acreditado que pudiera 
haber tenido de la actuación coordinada entre poli- 
cías de distintos países- así tampoco hay fundamento 
para acusar al actual senador chileno por alguna ac- 
tuación indebida en el campo de dicha coordina- 
ción. 
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Las Ideologías y los Muertos 

El actual Presidente boliviano Hugo Banzer, 
que desempeñó igual cargo entre 1971 y 1978, ha 
respondido con perfecta claridad, cuando ha sido 
interrogado sobre la «Operación Cóndor». La in- 
formación de prensa al respecto señala: 

«...en medio de un intenso y áspero debate na- 
cional que se ha venido desarrollando, el Presiden- 
te Hugo Banzer afirmó tajantemente que no tiene 
nada qué ocultar de la denominada “Operación Cón- 
dor”... “Si es necesario hacer una investigación, se 
hará. Si hay alguien que presente una demanda en 
ese sentido, se hará, no hay nada qué ocultar”, fue 
la respuesta... 

«Consultado sobre si sabía algo de esta Opera- 
ción, el Presidente de Bolivia dijo que, cuando dejó 
el poder en 1978, la oyó mencionar: “En alguna parte 
escuché un comentario de que era como un sistema 
de inteligencia, en el que cada gobierno informaba 
al de otro país de la existencia de personas que cons- 
piraban durante la estabilidad de esa época, pero 
Nunca como un plan tenebroso”. 

«Para él, el tema se puede explicar en el con- 
texto de la Guerra Fría entre las grandes potencias. 
Esa bipolaridad se traducía en guerra caliente en 
América Latina. Allá tenían las ideologías y aquí 
teníamos los muertos. Es la pura verdad, no sólo en 
Bolivia, sino en toda América Latina” (3). 
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La OLAS, Organización Latinoamericana de 
Solidaridad, cuyo centro era Cuba, constituía otro 
de los instrumentos de coordinación para la expor- 
tación de la revolución armada a América Latina. 

La dupla Garcés-Garzón ha buscado satanizar 
la «Operación Cóndor», pero es indiscutible que 
frente a un desafío terrorista coordinado, las poli- 
cías de seguridad de los países amenazados debían, 
a su vez, y deberán hacerlo siempre, coordinarse. 

El terrorismo latinoamericano no era juego de 
niños. Justamente en la información anteriormente 
citada acerca de las declaraciones de Banzer se aña- 
de: 

«De acuerdo con esa versión (de que policías 
argentinos asesoraron en 1973 a Banzer), el princi- 
pal asesor argentino era el comisario Jorge Villar, 
quien se desempeñó como jefe de la Policía Federal 
y que murió en su país víctima de un atentado». 


NOTAS DEL CAPÍTULO X: 


(1) Cable reproducido en «El Mercurio», Santiago, 
el 22 de noviembre de 1998, p. A-6. 

(2) Citado en Heinecke Scott, Luis: «Chile: Cróni- 
ca de un Asedio», op. tomo IV, p. 10. 


(3) «La Hora», Santiago, 5 de noviembre de 1998. 
p. 6. 


XI. LA LEY DE AMNISTÍA 


Históricamente, tras períodos de convulsión 
social y enfrentamientos que han dividido a las so- 
ciedades, los pueblos han recurrido al olvido o am- 
nistía (del latín «amnestia», olvido; y éste del tér- 
mino griego de igual significado) para sanar sus 
heridas. 

Ya en el 403 A. de C., tras la expulsión de los 
Treinta Tiranos en Atenas, incluso algunos grandes 
perjudicados por ese régimen, como Anito, propu- 
sieron un Pacto de Amnistía «entre las corrientes de 
opinión que seguían agitando en exceso la vida de 
la ciudad. 

«De acuerdo con ese pacto nadie, y menos los 
Treinta y aquellos magistrados que habían sido los 
instrumentos de la tiranía, podía ser acusado por 
hechos anteriores al arcontado de Euclides (años 
4043, fin de la guerra del Peloponeso» (1). 

También en Chile, históricamente, tras con- 
vulsiones político-sociales que registraran hechos 
de violencia y trasgresiones a la legalidad, generan- 
do víctimas, se restablecía la concordia interna re- 
curriendo al olvido, a la amnesia política, es decir, a 
la amnistía, 


Las Amnistías de 1891 
Durante la Revolución de 1891, que derrocó 
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al Presidente José Manuel Balmaceda después de 
una guerra civil que costo diez mil vidas (en un país 
de dos millones de habitantes), hubo numerosos 
episodios delictuosos derivados de la odiosidad 
mutua de ambos bandos en pugna: saqueos y asal- 
tos, fusilamientos sin juicio previo y asesinatos de 
adversarios. 

En un caso, la policía del Gobierno de 
Balmaceda dio muerte a treinta jóvenes opositores 
que conspiraban en una parcela de la localidad de 
Lo Cañas, cercana a Santiago. Se les ejecutó en el 
mismo lugar de los hechos y sin otro juicio que uno 
sumarísimo, y sólo en unos pocos casos. 

Pues bien, terminada la Revolución, en sep- 
tiembre de 1891, y derrocado Balmaceda, se dictó 
inmediatamente una amplia ley de amnistía para 
todos los hechos ocurridos durante los ocho meses 
de lucha, pero estableciendo excepciones. 

Sin embargo, poco después, en febrero y agosto 
de 1893, se dictaron nuevas leyes de amnistía más 
amplias, cubriendo el perdón todos los hechos, sal- 
vo dos: la matanza de Lo Cañas y las actuaciones 
del último ministerio de Balmaceda. 

Pero a la postre, «en agosto de 1894 la amnis- 
tía para los hechos ocurridos durante la Revolución 
se hizo absoluta y sin excepciones» (2). 

Es decir, tres años después de la Revolución 
se dio vuelta la hoja sobre el tema y se prefirió el 
olvido, en aras de la reconciliación. 
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¿Sería que todavía el indeleble odio marxista 
no había llegado a Chile? 


Muertes en el Seguro Obrero 

Casi medio siglo después hubo otra breve con- 
vulsión que cobró más de sesenta vidas: el alzamien- 
to nacista del 4 de septiembre de 1938. 

Grupos armados de estudiantes nacional-socia- 
listas intentaron un golpe revolucionario contra el 
Gobierno del Presidente Arturo Alessandri, que es- 
taba por terminar su mandato. 

Armados y confiando en conseguir el apoyo 
del Ejército, coparon la sede central de la Universi- 
dad de Chile y el edificio de la Caja del Seguro 
Obrero, un rascacielos vecino al palacio presiden- 
cial de La Moneda, disparando contra éste desde 
los pisos altos. 

No les llegó el esperado apoyo del Ejército sino 
que, al contrario, los militares mantuvieron su obe- 
diencia al Gobierno y reprimieron a los revolucio- 
narios, que fueron hechos prisioneros. 

Rendidos los que estaban en la Universidad, 
fueron conducidos al edificio del Seguro Obrero, 
donde estaban los restantes, también rendidos. 

Pues bien, vino una orden de disparar contra 
ellos y prácticamente todos, más de sesenta, fueron 
ultimados. 

Las responsabilidades históricas por esos he- 
chos nunca fueron bien precisadas, pero pareció 
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imperar el concepto de que quienes se alzaban con- 
tra la autoridad constituida debían atenerse a las 
consecuencias. 

En definitiva, se dictó una Ley de Amnistía el 
17 de abril de 1941, que decía: 

«Concédese amnistía general a todos los ciu- 
dadanos que tuvieron intervención en la represión 
del movimiento revolucionario del 5 de septiembre 
de 1938. 

«Concédese también amnistía a todos los ciu- 
dadanos procesados o condenados por delitos pro- 
y  Venientes de hechos políticos, y al personal de Ca- 
rabineros procesado o condenado por delitos ejecu- 
tados en actos de servicio» (3). 


Amnistía Celebrada por la Iglesia 

Por consiguiente, cuando poco más de cuatro 
años después del Pronunciamiento del 11 de sep- 
tiembre de 1973 se dictó una Ley de Amnistía, que 
benefició tanto a los elementos comprometidos en 
actos de terrorismo o subversión, como a quienes 
hubieron delinquido en la tarea de reprimirlos, sólo 
se estaba observando una conducta tradicional en 
Chile, tras los enfrentamientos de origen político. 

La Ley de Amnistía de 1978 excluyó de sus 
beneficios a numerosos delitos, como parricidio, 
infanticidio, robo con fuerza en las cosas o con vio- 
lencia o intimidación en las personas, elaboración o 
tráfico de estupefacientes, sustracción o corrupción 
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de menores, malversaciones, fraudes, violaciones y 
abusos deshonestos, contrabando y los de carácter 
tributario. Pero en forma específica excluyó el caso 
del atentado contra el ex Canciller de la Unidad 
Popular, Orlando Letelier y su secretaria, Ronnie 
Moffit (4). 

Esta Ley de Amnistía permitió poner en liber- 
tad a 1.475 extremistas de izquierda que estaban 
condenados por tribunales militares; y a 578 uni- 
formados igualmente condenados, de acuerdo con 
antecedentes proporcionados por la Comisión Ase- 
sora para los Derechos Humanos del Gobierno mi- 
litar, integrada por distinguidos abogados indepen- 
dientes (5). 

En ningún momento la Ley de Amnistía fue 
considerada como un obstáculo para la reconcilia- 
ción, como la extrema izquierda pretende ahora. 

Por el contrario, la declaración del Arzobispa- 
do de Santiago, entregada a través de la Vicaría de 
la Solidaridad, con motivo de la citada ley, la esti- 
mó un paso para la reconociliación. 

La declaración episcopal expresaba: 

«El Supremo Gobierno ha dispuesto conceder 
una amnistía general para diversos delitos cometl- 
dos bajo la vigencia del estado de sitio. 

«La Iglesia de Santiago valoriza el espíritu de 
Concordia y reconciliación nacional invocado en la 
adopción de esta medida y la celebra como SIgnO 
alentador de un reencuentro fraterno, ... 
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«La voluntad de paz evidenciada en la presen- 
te amnistía exige ser corroborada por todos con es- 
píritu generoso. Sólo una nueva actitud de respeto, 
comprensión y perdón podrá acercar a los chilenos 
a una nueva sociedad surgida de un consenso y pro- 
tegida por el derecho» (6). 

También en la prensa se informó cómo, en dis- 
tintos lugares del país, contingentes de presos por 
delitos subverisvos, principalmente, recuperaban su 
libertad, en medio de declaraciones del Gobierno 
en el sentido de que esperaba de ellos «su incorpo- 
ración plena a la vida nacional» (7). 

La amnistía fue acogida positivamente, inclu- 
so, por el líder socialista Clodomiro Almeyda, quien 
se hallaba exiliado en Suecia: «Esta amnistía tiene 
algo de positivo. Debemos aprovecharla a pesar de 
los riesgos, por cuanto la escasa oposición política 
que podamos hacer dentro de Chile será muy efi- 
caz» (8). 

También desde Brasil, bajo un gobierno mili- 
tar, llegaban aplausos: el cardenal Paulo Evaristo 
Arns, adalid de los derechos humanos, sostuvo que 
la medida de Pinochet constituyó «una sorpresa 
buena y altamente promisoria». La información del 
cable consignó que «al igual que los parlamentarios 
del opositor Movimiento Democrático Brasileño, 
monseñor Árns expresó que “ahora es casi una obli- 
gación moral de Brasil asumir el tema de la amnis- 
tía, para que aún podamos tener credibilidad ante 
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las naciones democráticas” » (9), 

Paradójicamente, la extrema izquierda chile- 
na, que basa sus posibilidades en la exacerbación 
del rencor social, pretende que la amnistía sea des- 
conocida en cuanto favorezca a los uniformados. 
No, por cierto, en cuanto favoreció a los subversi- 
vos que pertenecen a ella. 

Pues ni la izquierda ni tampoco sus adversa- 
rios, los partidarios del Gobierno Militar, que siem- 
pre han propiciado la reconciliación, han pretendi- 


do jamás que los 1.475 extremistas y terroristas li--—y 


berados en virtud de aquella ley sean privados del 
perdón y sometidos a juicio. 


Eso deja claramente establecido quiénes, en 1 , 
Chile, quieren vivir en paz y fraternidad; y quiénes . HE 


desean perpetuar el odio y la confrontación. 
NOTAS DEL CAPÍTULO XI: 
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EPÍLOGO 


Los mejores argumentos para acreditar la falta 
de base de la requisitoria Garcés-Garzón los ha pro- 
porcionado la propia justicia española. Leemos en 
el «El Mercurio» de Santiago del 21 de noviembre 
de 1998, lo siguiente: 

«En un auto notificado ayer, el juez de la Au- 
diencia Nacional de Madrid Ismael Moreno deci- 
dió archivar la denuncia (contra Fidel Castro), al 
saber que los hechos descritos no se corresponden 
con los mencionados delitos (genocidio, terrorismo 
y torturas). 

«En su escrito, Moreno señala que el régimen 
cubano no puede ser acusado de genocidio, pues... 
pese a que en la denuncia se habla de 18.000 asesi- - 
natos en relación con la pena de muerte en la isla, 
no existió “intención de destruir total o parcialmen-. 
te un grupo”, y, por ende, no hay, para efectos lega- 
les, un delito tipificable como genocidio. 

«Entiende que tampoco hubo un delito de te- 
rrorismo, puesto que “los gobernantes no pueden ser 
terroristas, ya que el terrorismo es subvertir el or- 
den constituido”. 

«Asimismo, rechaza que los hechos denuncia- 
dos puedan ser catalogados como delitos de tortu- 
ras, ya que los apaleamientos o maltratos con elec- 
tro-shock descritos en la querella podrían ser consl- 
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derados como “trato degradante”, pero no como tor- 
tura. 

«Por último, Moreno hace hincapié en que en 
este caso es necesaria “la más elemental prudencia”, 
debido a la trascendencia que tendría la apertura de 
una investigación en la Audiencia Nacional contra 
un jefe de Estado en activo». 

Todos esos argumentos, si bien sólo parcial- 
mente el último, servirían también para archivar el 
requerimiento Garcés-Garzón contra Augusto 
Pinochet. 


Pero eso no sería «políticamente correcto»: 
Augusto Pinochet no es de izquierda. 

El proceso que lo afecta no es un asunto judi- 
cial. Es una venganza política contra quien destru- 
yó un mito marxista. La ¡izquierda jamás podrá per- 
donarle el haber sido el primero en sacar del poder 
a un régimen comunista; haber derrotado la guerri- 


- lla y el terrorismo de extrema izquierda y pacifica- 


do su país; haber fundado una economía libre y prós- 
pera y legado a sus conciudadanos un régimen de 
libertades garantizadas y una democracia estable, 
entregando el poder a su sucesor tras elecciones 
ejemplarmente limpias, bajo el lema de «Misión 
Cumplida». 

El Chile que recibió Pinochet era una ruina de 
país, anarquizado, dividido, retrógrado y pobre. El 
que legó es citado en todas las latitudes como ejem- 


A 


plo de prosperidad, progreso y estabilidad social. 

Y ese testimonio histórico es el que la izquier- 
da procura destruir, destruyendo a su principal artí- 
fice mediante un juicio amañado. 

Pero, tras y pese este «indebido proceso», y tal 
vez gracias a él, a la larga, nada podrá acallar la 
verdad. La real figura de Augusto Pinochet como 
estadista, la consistencia de su obra, la enorme di- 
ferencia de magnitud entre las virtudes de ella y sus 
errores o defectos, terminarán siendo reconocidas. 

La víctima de la mezquina conjura ocupará el 
lugar histórico que le corresponde, como precursor 
en una era que ha visto esfumarse uno a uno los 
mitos izquierdistas y consagrarse, primero en Chi- 
le, y luego en todo el mundo, los cambios políticos, 
económicos y sociales más importantes de la segun- 
da mitad del siglo XX. 
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